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I.- CRITERIOS DE ADJUDICACIÓN





COMUNIDAD DE MADRID







DECRETO 114/1996, de 25 de Julio, de Adjudicación de Viviendas de la Comunidad de Madrid.



B.O.C.M. nº 177, de 26 de julio de 1996.





	A través del presente Decreto se determinan los requisitos tanto objetivos como subjetivos, que habrán de reunir los solicitantes de viviendas de Promoción Pública promovidas en la Comunidad de Madrid. Asimismo se regula el procedimiento a seguir a tal efecto.



	Del mismo se pueden extractar los siguientes extremos:



	a) Régimen de adjudicación: Con carácter general el régimen es el arrendamiento, cuando se trate de perceptores con escasos ingresos, así establece el art. 2º: que “las viviendas de promoción pública promovidas en la Comunidad de Madrid se adjudicarán preferentemente en arrendamiento, y serán siempre en dicho régimen, cuando sus beneficiarios o adjudicatarios sean personas con ingresos familiares anuales ponderados iguales o inferiores a una vez y media el salario mínimo interprofesional”.



	Las viviendas en régimen de compraventa se destinarán a unidades familiares con ingresos anuales ponderados entre 1,5 y 2,5 veces el S.M.I.



	b) El criterio para su adjudicación será el de sorteo, entre personas que cumplan los referidos requisitos, proporcionalmente a sus ingresos, según la siguiente distribución:





nº de Viviendas                        Ingresos ( veces SMI)



       25%                                           < 1,5

       15%                                           1,5 a 2

       10%                                            2 a 2,5



	La Dirección General de Arquitectura y Vivienda podrá asimismo establecer una reserva específica de hasta un 50 por 100 de las viviendas en cada promoción destinada a:



-  Situaciones de especial necesidad, que serán adjudicadas, conforme a lo establecido en el Anexo de Baremación del presente Decreto, entre los solicitantes con ingresos entre 0 y 2,5 veces el S.M.I.



- Adjudicaciones para atender el cumplimiento de los convenios suscritos con otras instituciones, ejecuciones de sentencias, situaciones de emergencia o cualquier otro programa dentro del ámbito de la Comunidad de Madrid.



	En las promociones que, por circunstancias excepcionales, no se considere oportuno reservar hasta el límite máximo, las viviendas resultantes pasarán a engrosar el cupo destinado a sorteo conforme a la proporción y a lo establecido en el apartado I de este artículo.



	Se podrán establecer dentro de los cupos señalados en los apartados anteriores reservas para atender las demandas y necesidades específicas de minusválidos, jóvenes, pensionistas y jubilados, familias monoparentales, emigrantes u otros colectivos específicos, todo ello sin perjuicio de las reservas legales establecidas.



	La fijación del número concreto de viviendas de cada promoción destinadas a cubrir las necesidades correspondientes, se realizará por la Dirección General de Arquitectura y Vivienda con carácter previo a la apertura del período de admisión de solicitudes una vez oído el Ayuntamiento correspondiente donde se ubique la promoción.





	c) Uso y destino de las viviendas : Se estarán a lo establecido en el Decreto, si bien cuando la promoción se realice mediante convenio con Ayuntamientos, el referido convenio tendrá aplicación preferente aplicándose el Decreto de forma supletoria.







II.- DETERMINACIÓN DE ÁREAS GEOGRÁFICAS HOMOGÉNEAS.





CANTABRIA



DECRETO 126/1996, de 20 de diciembre, por el que se modifican las áreas geográficas, integrando todos los municipios de la Comunidad Autónoma en el área geográfica primera a efectos de determinación del módulo para actuaciones protegibles del plan de vivienda 1996/1999.



B.O.C. nº 2161, de 30 de diciembre de 1996.





	El presente Decreto integra en el área geográfica primera a todos los municipios de la Comunidad Autónoma de Cantabria, siendo por tanto aplicables a todos ellos el módulo correspondiente a los mismos, para la determinación del precio de venta y renta así como de las ayudas financieras aplicables.





MADRID



DECRETO 43/1997, de 13 de marzo, por el que se regula el régimen jurídico de las ayudas en materia de viviendas con protección pública y rehabilitación con protección pública del Plan de Vivienda de Madrid.



B.O.C.M. nº 64, de 17 de marzo de 1997.







	El presente Decreto establece las siguientes áreas: 



Municipio de Madrid

Municipios del área de influencia de Madrid,.



Las anteriores de conformidad con lo establecido en las Ordenes Ministeriales de 9 de abril de 1992 y 19 de abril de 1994.



Restantes Municipios de la Comunidad incluidos en área 1ª de Viviendas de Protección Oficial.

Restantes Municipios de la Comunidad incluidos en área 2ª de Viviendas de Protección Oficial.

 

	Ambas por Orden de la Consejería de Política Territorial de 2 de marzo de 1992.







III.- MEDIDAS FINANCIERAS.





ANDALUCÍA



ORDEN de 10 de Abril de 1.997, por la que se aprueba la Programación General de Vivienda y Suelo Residencial para el bienio 1996/1997.



BOJA nº 56, de 15 de mayo de 1997.





	Se aprueba, de acuerdo con lo prevenido en el Plan Andaluz de Vivienda y Suelo (D 51/96) la Programación General de Vivienda y Suelo Residencial para 1996 y 1997.



	Este documento es el que regula las actuaciones y el ámbito territorial de la ejecución del Plan referido, teniendo una vigencia bianual.







ORDEN  de 26 de diciembre de 1996, por la que se convocan a los Ayuntamientos y Promotores Públicos interesados en realizar en el año 1997 actuaciones de los programas de promoción pública de nueva planta, actuaciones singulares, autoconstrucción, viviendas de protección oficial de régimen especial en alquiler promovidas por promotores públicos, rehabilitación preferente y mejora de la vivienda rural en localización aislada.



BOJA nº 6, de 14 de enero de 1997.





	Por la presente Orden, se convoca a los Ayuntamientos y Promotores Públicos interesados en realizar durante el año 1997 actuaciones de los Programas de Promoción Pública, Actuaciones Singulares, Autoconstrucción, Viviendas de Protección Oficial de Régimen Especial en Alquiler promovidas por Promotores Públicos, Rehabilitación Preferente y Mejora de la Vivienda Rural en Localización Aislada, para que dirijan su solicitud a la correspondiente Delegación Provincial de la Consejería de Obras Públicas y Transportes acompañada de la documentación que se señala para cada Programa en el Anexo de esta Orden.



	El plazo de presentación de las solicitudes será de dos meses, excepto para el programa de Rehabilitación Preferente que será de un mes, a contar, en todos los casos, desde la entrada en vigor de la presente Orden.



	Se excluyen de la presente Convocatoria:



a)  Los municipios capitales de provincia y el resto de municipios con población superior a los 50.000 habitantes, que integran el ámbito de los Núcleos Principales, según lo dispuesto en el Decreto 51/1996, de 6 de febrero.

b) Los integrantes de Áreas Prioritarias y Áreas Preferentes, para los que se ha establecido, en la Programación General de Vivienda y Suelo, la necesidad de suscribir Convenios Programa.







ORDEN de 24 de abril de 1997, por la que se hacen públicas las normas reguladoras de la concesión de ayudas del programa andaluz de promoción de instalaciones de energías renovables para el período 1996-1998 (Prosol 96-98).



BOJA nº 57, de 17 de mayo de 1997.





	La presente Orden tiene por objeto regular la concesión de subvenciones que la Consejería de Trabajo e Industria otorga por medio del Programa andaluz de promoción de instalaciones de energías renovables para el período 1996-1998 (Prosol 96-98).



	Podrán ser objeto de subvención las inversiones en instalaciones realizadas en el ámbito territorial de Andalucía, de los tipos siguientes:



	- Solares térmicas para producción de agua caliente.

	- Solares fotovoltaicas aisladas de la red eléctrica.

	- Solares fotovoltaicas conectadas a la red eléctrica.

	- Eólicas para suministro eléctrico.

	- Mixtas de dos o más de los tipos anteriores.







ASTURIAS





DECRETO 33/97, de 15 de mayo, de ayudas a la promoción de viviendas de protección oficial destinadas a unidades familiares con escasos recursos económicos.



B.O.P.A., de 9 de junio de 1997.







	La finalidad de la presente disposición, como indica su exposición de motivos, es iniciar una nueva línea de actuación que permita:



	1.- Facilitar la adquisición de viviendas para aquellas personas que reuniendo los requisitos precisos para ser adjudicatarios de viviendas de promoción pública no pueden acceder a una, ante la enorme demanda existente, y no pueden optar por una vivienda en el mercado libre por no disponer suficiente ahorro para afrontar los desembolsos iniciales, siendo este ahorro previo el obstáculo fundamental a la hora de comprar las viviendas.



	2.- Completar las medidas de financiación de actuaciones protegibles en materia de vivienda actualmente en vigor en el ámbito de los objetivos definidos en el plan de vivienda y suelo del Principado de Asturias.



	En este sentido el Principado pretende iniciar un programa de ayudas encaminado a fomentar la cooperación de los promotores privados en la construcción de viviendas para las unidades familiares que reúnan los requisitos de ser adjudicatarios de viviendas de promoción pública y que se ven imposibilitados a hacerlo en la práctica a pesar de cumplir todos los requisitos necesarios.



	- Su  objeto concreto, lo determina su artículo 1º que indica que se  podrá conceder subvenciones a los promotores de viviendas de protección oficial que las destinen a unidades familiares con ingresos ponderados inferiores a 3,5 veces el Salario Mínimo Interprofesional (S.M.I:).



	- La cuantía y condiciones de la subvención a promotores de vivienda de protección oficial podrá alcanzar un máximo del 30% del precio máximo que tuviesen las viviendas en el momento de su calificación provisional, debiendo cumplirse los siguientes requisitos:



	a) Que con carácter previo la Consejería de Fomento mediante Resolución señale el número máximo de actuaciones que se subvencionarán y el que corresponda a cada comarca o municipio.



	b) Que la promoción se encuentre radicada en un municipio o comarca de los que se determinan en el párrafo anterior.



	c) Que la promoción cuente con calificación provisional de vivienda de protección oficial (V.P.O.).



	d) Que los adquirentes acrediten los criterios de residencia, necesidad de vivienda e ingresos inferiores a 3,5 veces el S.M.I. definidos en el Decreto 71/92 por el que se regula la adjudicación de viviendas de protección oficial promovidas por el Principado de Asturias.



	e) Que el importe de la subvención se descuente de la aportación inicial del precio de la vivienda y así se haga constar en la escritura correspondiente.



	- El abono de la subvención se practicará una vez obtenida la calificación definitiva, previa acreditación del cumplimiento de las condiciones previstas en esta disposición, fraccionándose en función del número de viviendas efectivamente vendidas, pudiendo percibirse anticipadamente tras la calificación provisional, previa constitución a favor del Principado de Asturias de alguna de las garantías establecidas en la Resolución de 5 de enero de 1993, por la que se regula el régimen de garantías para el pago anticipado de subvenciones.



	La subvención, si se percibe con anterioridad a la calificación definitiva, se deberá destinar a la amortización del préstamo obtenido para la construcción.



	El propio Decreto establece además el procedimiento y criterios de selección de los promotores y adjudicatarios.







CASTILLA Y LEÓN



ORDEN de 30 de abril de 1997, de la Consejería de Fomento, de desarrollo del Decreto 52/1996, de 7 de marzo, por la que se regula la tramitación de la financiación de actuaciones protegibles en materia de vivienda y suelo con destino preferente a V.P.O. para el período 1996/1999.



B.O.C.y L. nº 86, de 8 de mayo de 1997.





	El Decreto de la Comunidad 52/1996, que asumió las disposiciones del 2190/95, ya fue desarrollado por una Orden procedimental de 11 de abril de 1996. No obstante ello, tras un año en vigor de la referida Orden se considera demasiado compleja, por lo que mediante la presente se realiza un procedimiento de tramitación bastante más simplificado.



	En concreto, a partir del procedimiento específico para cada actuación protegible, merece destacar la fijación del coeficiente ponderador “V” que se establece así:



	- En familias con tres hijos o más .......................  “V” igual a 0,9.

	- En personas físicas agrupadas ..........................  “V” igual a 0,95.







MADRID



ORDEN de 17 de septiembre de 1996, de la Consejería de Obras Públicas, Urbanismo y Transportes de la Comunidad de Madrid, sobre desarrollo y tramitación de medidas de financiación de actuaciones protegibles en materia de Vivienda a Precio Tasado y Vivienda de Protección Oficial establecidas en el Real Decreto 2190/1995, de 28 de diciembre, y de las subvenciones de la Comunidad de Madrid para la adquisición y arrendamiento de Viviendas a Precio Tasado y Viviendas de Protección Oficial en régimen general, establecidas por el Decreto 7/1994, de 20 de enero.



B.O.C.M. nº 237, de 4 de octubre de 1.996.





	Es el desarrollo procedimental del Real Decreto 2190/95 y del 7/94 de la Comunidad de Madrid, si bien se arbitran distintas medidas para facilitar el acceso.



	En concreto, es objeto de la presente Orden establecer las normas reguladoras del reconocimiento del derecho a la financiación cualificada prevista en el Real Decreto 2190/1995, de 28 de diciembre, así como de la concesión de subvenciones a fondo perdido con cargo a los presupuestos generales de la Comunidad de Madrid previstas en el Decreto 7/1994, de 20 de enero, en relación con las siguientes actuaciones protegibles en materia de vivienda:



	a) La adquisición a precio tasado, por compra o adjudicación en propiedad, a título oneroso, de viviendas libres, usadas o de nueva construcción, así como de Viviendas de Protección Oficial en segundas o posteriores transmisiones.



	b) El arrendamiento a renta tasada de viviendas libres, usadas o de nueva construcción.



	c) La adquisición de Viviendas de Protección Oficial de nueva construcción.





	Las medidas adoptadas son las siguientes:



	A) Adquisición de vivienda a precio tasado, se facilita la adquisición mediante los siguientes aspectos:



	1.- Se regula el procedimiento para que las viviendas libres de nueva construcción se acojan al sistema de protección de viviendas a precio tasado, en consonancia con la exigencia introducida para las mismas por el artículo 23.1.b) del Real Decreto 2190/1995, de 28 de diciembre.



	2.- Respecto a la documentación a presentar por el adquirente o adjudicatario, se ha suprimido determinada documentación que exigía la Orden de 14 de marzo de 1994 por considerarse actualmente innecesaria, siendo de destacar, en este sentido, el no exigir la aportación del documento de adaptabilidad del préstamo libre ya concedido al préstamo subsidiado que se solicita, bastando, ahora, un simple informe de la entidad financiera firmante de Convenio con el Ministerio de Fomento de que, una vez sea reconocido el derecho a la financiación cualificada por la Administración Autonómica, procederá a aplicar la subsidiación de intereses, toda vez que, en la presente norma, la acreditación de que se ha obtenido préstamo subsidiado se supedita, en cualquier caso, a la presentación del primer recibo de amortización del préstamo, en el que conste la aplicación de la subsidiación al tipo de interés. Y, por otro lado, se vienen a resolver determinados problemas surgidos en la tramitación de los expedientes incoados al amparo de la anterior normativa, tanto estatal como autonómica, tales como el cómputo de la superficie útil de la vivienda o la existencia de un precio cerrado en la vivienda a precio tasado, muy especialmente en los supuestos de adjudicación en propiedad a través de Cooperativas y Comunidades de Propietarios.



	3.- Por último, se regula el reconocimiento y sus efectos del derecho a la financiación cualificada estatal (en su doble vertiente de préstamo cualificado o subsidiación del tipo de interés del préstamo hipotecario y de subvenciones personales con cargo al Ministerio de Fomento) y a las subvenciones personales con cargo a la Comunidad de Madrid, siendo de destacar la ampliación del plazo de validez de la Resolución por la que se reconoce el derecho a la obtención de préstamo cualificado o subsidiado, que pasa a ser de un año, lo que se justifica por los problemas derivados del agotamiento de los cupos de viviendas objeto de Convenio con el Ministerio, que en el pasado obligaba a adquirentes y adjudicatarios a solicitar sucesivas prórrogas para poder ejercitar el derecho que tenían reconocido.





	B) Arrendamiento tasado de vivienda libre, tanto usada como de nueva construcción, se regula de una forma más rigurosa la documentación a aportar para acceder a la subvención con cargo a la Comunidad de Madrid, así como para los sucesivos años de duración del contrato.





	C) Adquisición de Vivienda de Protección Oficial, se regulan determinados aspectos relativos al reconocimiento y efectividad del derecho a las ayudas económicas directas con cargo al Ministerio de Fomento y de las subvenciones personales con cargo a la Comunidad de Madrid, de modo que se admite la presentación de la solicitud por el adquirente o adjudicatario hasta seis meses después del otorgamiento de la Calificación Definitiva y siempre que se haya formalizado préstamo cualificado por el promotor y éste no haya sido cancelado; asimismo, se indica que la efectividad de la subsidiación se producirá con la subrogación del adquirente o adjudicatario en la carga hipotecaria correspondiente a la vivienda.



	Por último en sus disposiciones transitorias establece un régimen distinto según la fecha de presentación de las solicitudes, cursada durante la extinción y entrada en vigor de los recientes planes de vivienda, 92/95 y 96/99.







LEY 6/1997, de 8 de enero, de protección pública a la vivienda de la Comunidad de Madrid.



B.O.C.M.  nº 10, de 13 de enero de 1997.





	La presente Ley tiene por objeto establecer medidas específicas para fomentar el acceso a la vivienda con protección pública en la Comunidad de Madrid.



	De la misma se pueden extractar los siguientes contenidos:



	- Concepto de vivienda de Protección Pública.



	Se entiende por Vivienda con Protección Pública la que, con una superficie construida máxima de 150 metros cuadrados, cumpla las condiciones de destino, uso, precio y calidad establecidas reglamentariamente y sea calificada como tal por la Comunidad de Madrid.



	

	- Intervención de la Comunidad de Madrid.



	La intervención de la Comunidad de Madrid en la promoción, construcción o financiación de las viviendas a las que se refiere la presente Ley, podrá efectuarse directamente, o mediante convenios con las otras Administraciones Públicas o con entidades privadas, en los términos que se establezcan reglamentariamente.





	- Infracciones y sanciones.



	Las infracciones y sanciones aplicables a las actuaciones comprendidas en la presente Ley serán las establecidas en el régimen sancionador en materia de vivienda y subvenciones de la Comunidad de Madrid.



	En tanto no se apruebe la Ley reguladora del régimen sancionador en materia de vivienda de la Comunidad de Madrid, será de aplicación el régimen establecido para las Viviendas de Protección Oficial, entendiéndose la referencia a Vivienda de Protección Oficial como Vivienda con Protección Pública.





	- Afección de terrenos.



	En los terrenos destinados por el planeamiento urbanístico a la construcción de Viviendas de Protección Oficial, Viviendas a Precio Tasado o, en general, viviendas sujetas a algún régimen de protección pública, se podrán construir, igualmente, Viviendas con Protección Pública sin necesidad de modificar la calificación del planeamiento, siempre que éste no hubiese asignado coeficientes de ponderación distintos a las viviendas sometidas a cada uno de dichos regímenes a efectos de lo dispuesto en el artículo 98.3 del Texto Refundido de la Ley sobre Régimen del Suelo y Ordenación Urbana, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/1992, de 26 de junio.



	Si se hubiesen fijado coeficientes de ponderación diferentes a cada uno de los regímenes de Viviendas de Protección Pública, se tendrán en cuenta las siguientes asimilaciones a efectos urbanísticos:



	a) Las Viviendas con Protección Pública de superficie construida inferior o igual a 110 metros cuadrados se asimilan a las Viviendas de Protección Oficial de Régimen General.



	b) Las Viviendas con Protección Pública de superficie construida superior a 110 metros cuadrados se asimilan a las Viviendas a Precio Tasado.







DECRETO 43/1997, de 13 de marzo, por el que se regula el régimen jurídico de las ayudas en materia de viviendas con protección pública y rehabilitación con protección pública del Plan de Vivienda de Madrid.



B.O.C.M. nº 64, de 17 de marzo de 1997.





	I.- ÁMBITO DE ACTUACIÓN



	El Plan de Vivienda de la Comunidad de Madrid se aprobó el 16 de abril de 1996 por el Consejo de Gobierno y fue ratificado por la Asamblea de Madrid en su sesión plenaria de 19 de junio siguiente.



	El Plan se complementa adecuadamente con el del Estado para satisfacer necesidades no cubiertas por éste. Para ello:



a) Crea la figura de la Vivienda con Protección Pública, distinta de la vivienda de protección oficial en cuanto que permiten satisfacer necesidades específicas ajustadas a la realidad social y actual de la Comunidad de Madrid.



b) Instrumenta un sistema de financiación a cargo exclusivamente de los fondos de la Comunidad, en el que se conjugan adecuadamente los préstamos bonificados, las subvenciones a fondo perdido y las demás ayudas.



	Estas medidas de fomento se aplican tanto a quienes quieran acceder en régimen de propiedad a las viviendas como a quienes disfruten de ellas en régimen de arrendamiento, en especial, a aquellas personas singularmente necesitadas y desprotegidas de tal suerte que para satisfacer sus aspiraciones se crean las Viviendas de Integración Social.



	El ámbito de actuación concreta lo determina el artículo 1º al indicar que:



	“El presente Decreto es de aplicación a la financiación, directa o convenida por la Consejería de Obras Públicas, Urbanismo y Transportes de la Comunidad de Madrid, para las siguientes actuaciones contempladas en el Plan de Vivienda de la Comunidad de Madrid 1997-2000:



	a) Promoción, adquisición y arrendamiento de Viviendas con Protección Pública.



	b) Rehabilitación con Protección Pública.





	Cada una de estas actuaciones es definida perfectamente:



	a) Vivienda con protección pública.



	Se entiende por Vivienda con Protección Pública la que, con una superficie construida máxima de 150 metros cuadrados, cumpla las condiciones de destino, uso y precio establecido en el presente Decreto y las de calidad establecidas en las normas que lo desarrollen.



	En todo caso, la vivienda con Protección Pública deberá estar destinada a residencia habitual y permanente de sus titulares, adecuarse a las condiciones y normas técnicas dictadas, en su caso, y haber obtenido la calificación definitiva de “Vivienda con Protección Pública” otorgada por la Dirección General de Arquitectura y Vivienda de la Consejería de Obras Públicas, Urbanismo y Transportes de la Comunidad de Madrid.



	Estas viviendas con protección pública se desarrollará a través de los siguientes programas:



	a) Viviendas con Protección Pública para venta o uso propio.

	

	b) Viviendas con Protección Pública para arrendamiento.



	c) Viviendas de Integración Social.



	Estas últimas,  Viviendas de Integración Social, son las destinadas a la atención de la población necesitada de especial protección social. Tendrá una superficie construida máxima de 100 metros cuadrados para familias de hasta seis miembros. Dicha superficie se incrementará proporcionalmente hasta una superficie construida máxima de 130 metros cuadrados para familias de diez miembros. A partir de tal composición familiar, procederá el realojo en dos viviendas. Además, podrán disponer de instalaciones destinadas a la integración y capacitación de sus moradores.





	b) Rehabilitación con Protección Pública.



	Se entiende por Rehabilitación con Protección Pública la actuación que destinada a mejorar la estructura y condiciones de habitabilidad de las viviendas, de los edificios y de los equipamientos comunitarios se califique definitivamente como tal por la Dirección General de Arquitectura y Vivienda de la Consejería de Obras Públicas, Urbanismo y Transportes de la Comunidad de Madrid.



	La promoción de obras de rehabilitación comprende tanto las actuaciones aisladas o individualizadas como las de carácter integral previstas en las zonas de rehabilitación.





	II.- RÉGIMEN JURÍDICO DE LAS VIVIENDAS.



	El régimen jurídico de las viviendas a las que se refiere el presente Decreto se extenderá durante el período de disfrute de los beneficios económicos que se reconozcan, y será establecido en la calificación definitiva. En todo caso, dicho régimen tendrá una duración mínima de diez años. Transcurrido el plazo que corresponda, se extinguirán las limitaciones de uso y precio establecidas.



	Los propietarios, inquilinos o usuarios de las Viviendas con Protección Pública estarán obligados a atender a las obras de conservación o de policía e higiene de los edificios o viviendas protegidos.



	Las Viviendas con Protección Pública podrán ser objeto de descalificación en cualquier momento de la vigencia del régimen de afección previa petición del interesado. En tal caso, la Administración concederá la descalificación una vez que el interesado haya restituido el importe de la totalidad de los anticipos, préstamos y subvenciones percibidos, con los intereses legales correspondientes, y, en su caso, el importe de las bonificaciones tributarias con sus intereses legales. Para el supuesto de que se hubiese disfrutado de un derecho de superficie o suelo gratuito el interesado deberá restituir a la Administración aportante un importe equivalente a la cuarta parte del precio legal de la vivienda en el momento de la descalificación.



	Sus condiciones serán las siguientes:



	a) Ordenación técnica.



	Las Viviendas con Protección Pública se regirán por las Normas Municipales de Edificación incluidas en las figuras de planeamiento municipal o en las Ordenanzas, en cuanto no se opongan a las normas de calidad de las Viviendas con Protección Pública de la Comunidad de Madrid.



	b) Superficies.



	Las definiciones concretas son las siguientes:



- Se entiende por superficie cerrada la superficie limitada por la cara exterior de las paredes de fachadas y los ejes de las paredes medianeras, medida en proyección horizontal, excluyendo los huecos mayores de un metro cuadrado y las superficies cuya altura libre sea inferior a 1,50 metros.



- Se entiende por superficie construida de la vivienda la constituida por su superficie cerrada, más la mitad de la superficie de suelo de los espacios exteriores cubiertos de uso privativo con el límite del 10 por 100 de la superficie cerrada de la vivienda y más la parte proporcional de la superficie cerrada de los elementos de acceso, cuartos de basura y de instalaciones técnicas de su propio uso.



	Cuando la vivienda se desarrolle en más de una planta, la superficie construida de la vivienda será la suma de la superficie construida de todas las plantas.



- Se entiende por superficie construida de la plaza de garaje-aparcamiento la constituida por la superficie de uso privativo de la plaza y la parte proporcional de la superficie cerrada de los espacios destinados a accesos, ventilación y suministro de agua y energía y la de los cerramientos restantes.



- Se entiende por superficie construida de local, trastero, taller artesano, despacho profesional, anejo de vivienda rural, servicios auxiliares y complementarios e instalaciones destinadas a la integración y capacitación de sus moradores a constituida por su respectiva superficie cerrada más la parte proporcional que corresponda a zonas comunes necesarias para su correcto uso y funcionamiento.



- Se entiende por superficie útil la obtenida dividiendo la superficie construida por el coeficiente:



Para la vivienda unifamiliar aislada, en hilera o pareada y para edificación en bloque abierto o en manzana cerrada con fondo no mayor a 12 metros.



Para edificaciones en manzana cerrada y bloque abierto con fondo superior a 12 metros.



Para los garajes y restantes tipos de anejos.





	c) Destino.



	Las Viviendas con Protección Pública habrán de destinarse a domicilio habitual y permanente de su destinatario legal, sin que en ningún caso puedan destinarse a segunda residencia o cualquier otro uso, sin que pierda tal carácter por el hecho de que aquél, su cónyuge o los parientes de uno u otro, hasta el tercer grado, que convivan con el destinatario, ejerzan en la vivienda una profesión o pequeña industria doméstica, aunque sea objeto de tributación.



	Se considera domicilio habitual y permanente cuando la vivienda no permanezca desocupada más de tres meses seguidos al año, salvo que medie justa causa debidamente autorizada por el órgano competente de la Consejería de Obras Públicas, Urbanismo y Transportes.



	La suspensión de la obligación de ocupar la vivienda que, de acuerdo con la legislación aplicable, asiste al emigrante, se extenderá por todo el tiempo que el mismo permanezca en el extranjero por razón de trabajo.







	III.- MEDIDAS FINANCIERAS.



	La financiación de las viviendas a que se refiere el presente Decreto tendrá las siguientes modalidades:



Préstamos cualificados por las Entidades de crédito públicas y privadas en el ámbito de los convenios suscritos por la Consejería de Obras Públicas, Urbanismo y Transportes.



Ayudas económicas directas, consistentes bien en la subsidiación de los préstamos, bien en subvenciones personales u objetivas.





	a) Ingresos Ponderados.



	Los ingresos ponderados se determinarán en función:



	a) La cuantía de la base o bases imponibles, en número de veces el salario mínimo interprofesional, del período impositivo que, una vez vencido el plazo de presentación de la declaración o declaraciones del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas que correspondan a la unidad familiar, o al sujeto pasivo no integrado en ésta, que sea inmediatamente anterior al momento en que se solicite el reconocimiento del derecho a la financiación por parte de la Comunidad de Madrid.



	b) El número de miembros de la unidad familiar conforme se define en la legislación del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, sin perjuicio de lo establecido en el apartado 2 de este artículo.



	c) El número de miembros de la unidad familiar que generan, al menos, el 20 por 100 de los ingresos familiares.



	d) El área geográfica homogénea en la que se ubica la actuación protegible.



	e) La edad, cuando se trate de unidades familiares constituidas por dos miembros o sujetos pasivos no integrados en unidades familiares.





	La ponderación de los ingresos se efectuará de acuerdo con la siguiente fórmula:



			IFP = BI x N x A x T x V





Siendo:



IFP: Cuantía de los ingresos ponderados.



BI: Cuantía de la base o bases imponibles acreditadas en número de veces el salario mínimo interprofesional.



N: Coeficiente ponderador en función del número de miembros de la unidad familiar y, en su caso, de sus edades, en el momento de solicitar la financiación cualificada.



A: Coeficiente ponderador en función del número de miembros de la Unidad familiar que aportan, al menos, el 20 por 100 de los ingresos.



T:  Coeficiente ponderador igual al cociente entre el módulo vigente aplicable al área geográfica homogénea con menor módulo y el correspondiente a la localidad en el que esté ubicada la vivienda objeto de la actuación protegible.



V: Coeficiente ponderador en función de otras circunstancias específicas, según Orden dictada al efecto por la Consejería de Obras Públicas, Urbanismo y Transportes. Su valor oscilará entre 0,90 y 1,20.





	Los valores de los coeficientes ponderadores N y A se fijan en la disposición adicional primera del Decreto, estableciendo, además, distintos supuestos de unidades familiares integradas por minusválidos, monoparentales o especiales condiciones de edad.





	b) Subsidiación de Préstamos.



	La subsidiación consistirá en el abono a la Entidad de crédito prestamista de la diferencia existente entre los pagos de amortización de capital e intereses del préstamo al tipo de interés efectivo fijado por el Consejo de Gobierno para los convenios de financiación y que corresponderían al tipo de interés subsidiado en cada caso aplicable, que se entenderá siempre como tipo efectivo. Dicho tipo de interés subsidiado únicamente tendrá efectos a título de referencia para el cálculo de la subsidiación, rigiéndose la vida del préstamo por el tipo de interés de convenio antes citado.



	La subsidiación se concederá por un periodo de cinco años salvo en los casos en los que el presente Decreto disponga expresamente otra cosa, pudiendo ser ampliada por periodos de la misma duración máxima, sin que, en ningún caso, la suma de periodos subsidiados exceda del plazo de amortización del préstamo.



	La ampliación del periodo de subsidiación exigirá que el beneficiario de esta ayuda solicite la ampliación y acredite, dentro del quinto año de cada periodo, que sigue reuniendo las condiciones que le hacen acreedor de la subsidiación, sin perjuicio de lo dispuesto en la Ley 2/1995, de Subvenciones de la Comunidad de Madrid.



	La no ampliación de la subsidiación al periodo siguiente determinará la interrupción de aquélla para todo el resto de la vigencia del préstamo.





	c) Ayudas concretas.



	Se determinan en los dos cuadros siguientes adoptados de los realizados por la Dirección General de Vivienda de la C.A.M:





PLAN DE VIVIENDA DE LA COMUNIDAD DE MADRID 1997-2000

(Costes estimados en millones de pesetas)





�Nº

Viviendas�Subvención�Subsidiación�TOTAL�Ayuda

media por 

vivienda��VPP�16.600�4.452�2.985�7.437�0,437��VPPA�5.500�5.894�1.568�7.462�1,244��HYM�2.900�3.625�822�4.447�2,223��VIS�2.000�4.729�1.367�6.096�3,048��VPPR�10.890�2.723�0�2.723�0,250��TOTAL�37.890�21.422�6.742�28.164�0,743��

VPP: Viviendas con Protección Pública.

VPPA: Viviendas con Protección Pública para Alquiler.

JYM: Viviendas con Protección Pública en Alquiler para Jóvenes y Mayores.

VIS: Viviendas de Integración Social.

VPPR: Viviendas con Protección Pública en Rehabilitación.











CUADRO II













ORDEN de 11 de junio de 1997, de la Consejería de Obras Públicas, Urbanismo y Transportes de la Comunidad de Madrid, reguladora de las bases para la concesión de ayudas económicas en materia de viviendas con protección pública y rehabilitación con protección pública previstas en el Decreto 43/1997, de 13 de marzo, por el que se regula el régimen jurídico de las ayudas en materia de viviendas con protección pública y rehabilitación con protección pública del Plan de Vivienda de la Comunidad de Madrid 1997-2000.



B.O.C.M. nº 143, de 18 de junio de 1997.





	Es el desarrollo procedimental y de corrección del Decreto 43/1997 que se ha comentado anteriormente.







CANARIAS



ORDEN de 29 de abril de 1997, sobre medidas transitorias a aplicar a las actuaciones protegibles en materia de vivienda y suelo para el plan 1996/1999.



B.O.C. nº 57, de 5 de mayo de 1997.





	Como indica su Exposición de Motivos, una vez finalizado el Plan 1992-1995 y atendiendo la evolución de la actividad en 1996, que supuso la aprobación de una financiación adicional como consecuencia del alto nivel de cumplimiento conseguido tanto en el II Plan



	Su finalidad es adoptar medidas transitorias para las actuaciones protegibles que palien la incertidumbre creada entre el cierre del Plan anterior y la aplicación de las nuevas disposiciones establecidas para el periodo 1996-1999, utilizando los mecanismos que garanticen la efectiva utilización de los recursos asignados, en tanto no se apruebe el  III Plan de Vivienda Canario, actualmente en ejecución.



	Las medidas transitorias que aquí se plantean, posibilitarán escalonar la actividad administrativa y resolver inicialmente los expedientes pendientes de financiación, con el fin de reajustar la distribución por programas de las actuaciones nuevas y las pendientes con la cuantificación de los objetivos y recursos económicos acordados en el Marco del Convenio suscrito con el Ministerio y sus posteriores variaciones.



	Las medidas transitorias adoptadas son las siguientes:



	a) Las actuaciones calificadas provisionalmente o visadas, en caso de adquisición de viviendas a precio tasado, así como las recalificadas que durante el año 1996 no hubiesen obtenido financiación cualificada en dicho periodo -ni dentro de la ampliación extraordinaria de crédito concedida a las Entidades Financieras con cargo a los programas convenidos-, deberán aportar el original de la Calificación Provisional o la Resolución del visado, en la Dirección General de Vivienda, en el plazo máximo de un mes contado a partir de la fecha de publicación de la presente Orden, con el fin de ser diligenciadas y poder acogerse al sistema de financiación del Real Decreto 2190/1995, de 28 de diciembre, previsto para este año 1997.



	b) Asimismo, de acuerdo con lo establecido en los artículos 1.6 y 58 del Real Decreto 2190/1995, de 28 de diciembre, y en el artículo 1 de la Orden de 17 de abril de 1996, las Calificaciones Provisionales de Viviendas de Protección Oficial en Régimen Especial que se otorguen a partir de la fecha de publicación de la presente Orden, no llevarán implícito el reconocimiento y ejercicio de los derechos de obtención de financiación cualificada, salvo que por aplicación de los eventuales reajustes atendidos en función del desarrollo y evolución del Plan, se produzcan variaciones en el volumen de los recursos asignados y modificaciones en los objetivos inicialmente previstos: en cuyo caso por los interesados se solicitará se diligencien las Calificaciones Provisionales a los efectos de la obtención de la financiación cualificada.









GALICIA



DECRETO 452/1996, de 20 de diciembre, de ayudas a familias numerosas para la adquisición de vivienda familiar.



B.O.G. nº 7, de 13 de enero de 1997.





	El presente Decreto es continuación del 170/95, si bien perfecciona diversos aspectos del  procedimiento, amplía el ámbito de las ayudas para acoger a las familias numerosas que promueven su propia vivienda, y dados los recursos limitados, dirige estas ayudas a aquellas familias numerosas con ingresos familiares ponderados que no excedan de 5,5 veces el salario mínimo interprofesional.



	A efectos de lo dispuesto en este decreto, se entenderá por familia numerosa aquella que acredite estar en posesión del título de familia numerosa expedido por la Consellería de Familia, Mujer y Juventud.





	- Beneficiarios.



	Podrán solicitar las subvenciones reguladas por el presente decreto las familias numerosas residentes en Galicia con ingresos familiares ponderados que no excedan de 5,5 veces el salario mínimo interprofesional que cumplan los siguientes requisitos:



- Formalización de la escritura pública de declaración de obra nueva terminada dentro de plazo que se determinará por orden de la Consellería de Política Territorial, Obras Públicas y Vivienda, en los siguientes casos:



- Familias numerosas cooperativistas o en comunidades de propietarios que acrediten la adjudicación en documento público de una vivienda.



- Promotores de una vivienda para uso propio.



	Se entenderá que cumplen el requisito de residencia en Galicia las familias que acrediten estar en posesión del título de familia numerosa al que se refiere el artículo 2º de la presente disposición.



	Ningún miembro de la familia solicitante podrá ser propietario de ninguna otra vivienda en la Comunidad Autónoma, ni titular de un derecho real de uso o disfrute sobre ella, excepto en los siguientes casos:



- Que la vivienda tenga una superficie insuficiente, entendiéndose portal cuando a cada miembro integrante de la familia numerosa le correspondan menos de 10 m2 de superficie útil, no computándose, a estos efectos, la correspondiente a baños, pasillos y tendederos.



- Que la vivienda posea una configuración arquitectónica, distribución espacial, situación y accesos que supongan una grave reducción de su funcionalidad para la familia numerosa por causa de disminución física o porque impida alojar separadamente a sus miembros de distinto sexo, excepto los cónyuges o personas unidas por vínculo de análoga naturaleza.



	En ningún caso la vivienda para la que se solicitan las ayudas tendrá una superficie útil inferior a 10 m2 por cada miembro integrante de la familia numerosa, no computándose, a estos efectos, la correspondiente a baños, pasillos y tendederos.





	- Subvenciones.



	Las subvenciones, así como sus cuantías, se otorgarán en función de la puntuación obtenida por cada familia como resultado de la aplicación de un baremo que se establecerá por orden de la Consellería de Política Territorial, Obras Públicas y Vivienda. Dicho baremo valorará el número de hijos, los ingresos de la unidad familiar y, en su caso, la condición de familia monoparental y la minusvalía de algún miembro de la familia numerosa.



	En ningún caso el importe de las subvenciones o ayudas concedidas podrá ser de tal cuantía que aisladamente o en concurrencia con las concedidas por las administraciones o entes públicos y privados, nacionales e internacionales, supere el coste de la actividad subvencionada.



	Por último, se regula el procedimiento específico para la solicitud y concesión de los mismos.









LA RIOJA



Orden de la Consejería de Obras Públicas, Transportes, Urbanismo y Vivienda, de fecha 3 de diciembre de 1996, por la que se levanta la suspensión del otorgamiento del visado de los contratos de viviendas a precio tasado por aplicación de la Orden de 10 de julio de 1996 y regulado por Orden de 20 de marzo de 1996 sobre financiación de la adquisición protegida de viviendas a precio tasado correspondiente al plan 1996-1997.



B.O.R. nº 152, de 14 de diciembre de 1996.





	Establece el artículo único de la presente orden que las solicitudes de visado de contratos para la adquisición de viviendas a precio tasado que no lo hubieren obtenido en aplicación de lo dispuesto en la Orden de la Consejería de Obras Públicas, Transportes, Urbanismo y Vivienda, de 10 de julio de 1996, por la que se suspende el otorgamiento del visado de los contratos de viviendas a precio tasado regulado en la Orden de 20 de marzo de 1996 sobre financiación de la adquisición protegida de viviendas a precio tasado correspondiente al Plan 1996-1999, serán admitidas a trámite y podrán obtener el visado de contrato y la consiguiente financiación cualificada prevista en el Real Decreto 2190/(1995, de 28 de diciembre y en la Orden de 20 de marzo de 1996 mencionada, siempre que cumplan los requisitos establecidos en las citadas disposiciones.







Orden de 7 de marzo de 1997, de la Consejería de Obras Públicas, Transportes, Urbanismo y Vivienda, por la que se modifica parcialmente la Orden de 20 de marzo de 1996, sobre Financiación de la Adquisición Protegida de Viviendas a Precio Tasado correspondiente al Plan 1996-1999.



B.O.R. nº 32, de 15 de marzo de 1997.





	El presente Decreto modifica la Orden de 20 de marzo de 1996, sobre financiación de la adquisición protegida de vivienda a Precio Tasado del Plan 96/99, debido a que transcurrido el primer año del Plan Cuatrienal, se ha comprobado que los cupos previstos para Vivienda a Precio Tasado han sido prácticamente doblados, por lo que se hace preciso, dadas las limitaciones impuestas por el cupo para cada año, regular el acceso al mismo, en base a unos criterios en lo que se prima los componentes de índole social. 



	Así se modifica la artículo 6 y 7 de la referida Orden en el siguiente tenor.



	1.- El Artículo 6 queda redactado de la siguiente forma:



	Subvenciones a la adquisición protegida de Viviendas a Precio Tasado con cargo a los Presupuestos del Ministerio de Fomento:



	La Consejería de Obras Públicas, Urbanismo y Vivienda, una vez comprobado el cumplimiento de los requisitos establecidos en el Real Decreto 2190/1995, de 29 de diciembre, modificado por Real Decreto 1/1997, de 10 de enero y en la presente Orden, reconocerá mediante Resolución el derecho a percibir la subvención que el Ministerio de Fomento tiene previsto conceder con cargo a sus presupuestos según lo dispuesto en el Artículo 26 del Real Decreto 2190/1995, de 28 de diciembre, y por el mismo artículo modificado por el Real Decreto 1/1997, de 10 de enero, una vez se revise el Convenio suscrito el 29 de enero de 1996, entre el Ministerio de Fomento y la Comunidad Autónoma de La Rioja.



	El abono de las subvenciones a que se refiere este Artículo se tramitará íntegramente por los Servicios de la Comunidad Autónoma de La Rioja, satisfaciéndose con cargo a los fondos remitidos al efecto por el Ministerio de Fomento, con carácter de gasto de capital.





	2.- El Artículo 7º queda redactado de la forma siguiente:



	Subvenciones a la adquisición protegida de Viviendas a Precio Tasado, con cargo a los Presupuestos de la Comunidad Autónoma de La Rioja:



	La Consejería de Obras Públicas, Transportes, Urbanismo y Vivienda, una vez comprobado el cumplimiento de los requisitos establecidos en la presente disposición, así como en el Real Decreto 2190/1995, de 28 de diciembre, modificado por el Real Decreto 1/1997, de 10 de enero, concederá con cargo a sus presupuestos una subvención equivalente al 5 por ciento del precio de la vivienda que figure en el contrato visado, a los adquirentes de vivienda a precio tasado cuyos ingresos familiares ponderados no excedan de 3,5 veces el Salario mínimo interprofesional, en los casos siguientes:



	a) En viviendas cuya superficie útil no exceda de 70 metros cuadrados, a los adquirentes o adjudicatarios acogidos al sistema específico de financiación para el primer acceso a la vivienda en propiedad, de acuerdo con el Real Decreto 2190/1995, de 28 de diciembre.



	b) En viviendas usadas cuya superficie útil no exceda de los 120 metros cuadrados a los adquirentes o adjudicatarios de:



	b.1.- Viviendas de Protección Oficial en segunda o posterior transmisión o adjudicación. A estos efectos, solo se considerará segunda transmisión la que se realice transcurridos, al menos, cinco años desde la calificación definitiva. En el caso de que tales viviendas se hubieran destinado a arrendamiento, solo se considerará segunda transmisión la que se realice transcurridos, al menos, cinco años desde la calificación definitiva, y siempre que el adquirente haya sido su inquilino durante dicho periodo.



	b.2.- Vivienda Libre Usada. A estos efectos, se entenderá por vivienda libre usada, la vivienda libre en la que hayan transcurrido al menos cinco años, desde la fecha de anotación final de obra en la Dirección General, una vez entregada toda la documentación de final de Obra.



	c) Vivienda Libre de Nueva Construcción en Primera Transmisión, cuya superficie útil no exceda de los 120 metros cuadrados.  Cuando los adquirentes o adjudicatarios constituyan una unidad familiar con al menos tres hijos. 







NAVARRA



DECRETO FORAL 684/1996, de 24 de diciembre, por el que se modifican parcialmente los Decretos Forales 155/1993, de 10 de mayo, y 234/1996, de 3 de junio, relativos a medidas de financiación y apoyo a actuaciones protegibles en materia de vivienda.



B.O.N. nº 7, de 15 de enero de 1997.



	

	La finalidad del presente Decreto Foral es la siguiente:



	- Por un lado se pretende potenciar las actuaciones en materia de rehabilitación de viviendas primando las actuaciones técnicas más complejas y correctas. Asimismo, parece conveniente extender las ayudas de régimen especial a locales que sirvan de sede a la labor que determinados entes no lucrativos realizan de cara a la inserción social de inquilinos de viviendas en este régimen.



	- Por otra parte, a fin de beneficiar a los promotores de viviendas de protección oficial que solicitaron acogerse al régimen resultante de la normativa anterior al Decreto Foral 234/1996 de 3 de junio, y que todavía no han podido completar la venta de sus promociones, se prorroga el plazo que a tal efecto estableció dicho Decreto Foral estudiándolo siempre y cuando el contrato de compraventa se presente en la Administración para su visado antes del 24 de julio de 1997.



	Debido a que se introducen aspectos parciales y concretos nos limitaremos a enumerar dichos artículos: Del decreto 115/93, se modifican los artículos 26, 28, 29, 46, 49, 53 y 54; del 234/96, la Disposición Transitoria.







IV.- NORMATIVA DE HABITABILIDAD, DISEÑO Y CONTROL DE CALIDAD.







CATALUÑA



DECRETO 314/1996, de 17 de Septiembre, de modificación del Decreto 274/1995.



D.O.G.C. nº 2259, de 23 de septiembre de 1996.





	Por el Decreto 274/1995, de 11 de julio, se regularon los mínimos de habitabilidad objetiva exigibles tanto a las viviendas nuevas como a las usadas, y sin distinguir si se trata de viviendas protegidas o no.



	El Decreto introdujo importantes novedades y mejoras respecto a la normativa anterior, por lo cual y por facilitar el conocimiento y la aplicabilidad por parte de los profesionales que intervienen en el proceso constructivo, su entrada en vigor se difirió durante un periodo de seis meses, como también la exigencia de su cumplimento a las viviendas que obtuvieran licencia de obras durante el período de seis meses posteriores a su entrada en vigor.



	Entre las mejoras que introduce se pueden destacar las siguientes:



	a) En materia de Ascensores:



	En este aspecto, se establece una regulación mucho más aclaradora que la de la normativa anterior respecto a los casos en que los edificios necesitan más de un ascensor. No obstante eso, la progresión introducida, en cuanto al número de ascensores cuando el edificio tenga más de 26 viviendas, se ha manifestado como excesiva y alejada de la realidad constructiva, por lo que se considera conveniente un ajuste a esta realidad, y en este sentido, en el nuevo texto se suprime el requisito que se exigía para este tipo de edificio.





	b) En materia de cédula de habitabilidad:



	Se indica que no podrá otorgarse ésta si las viviendas no cumplen el nivel de habitabilidad exigido.





	c) En relación con superficies útiles de las viviendas:



	Se modifica el anexo 2.2 en relación a las superficies de V.P.O. quedando su superficie máxima de 90 m2  si bien en el caso de familias numerosas, la vivienda podrá aumentar su superficie útil hasta un máximo de 110 m2.



	Por otra parte, en el texto publicado también han aparecido errores materiales, y por razón de economía procedimental se considera conveniente introducir las correcciones oportunas en este texto.









MADRID



ORDEN de 18 de abril de 1997, de la Consejería de Obras Públicas, Urbanismo y Transportes, por la que se aprueban las normas técnicas de calidad de las Viviendas con Protección Pública.



B.O.C.M. nº 105, de 5 de mayo de 1997.





	El Decreto 43/1997, de 13 de marzo, por el que se regula el Régimen jurídico de las Ayudas en materia de Viviendas con Protección Pública y Rehabilitación con Protección Pública del Plan de Vivienda de la Comunidad de Madrid, 1997-2000, en su artículo quinto, establece que estas viviendas “se regirán por las Normas Municipales de Edificación incluidas en las figuras de planeamiento municipal o en las Ordenanzas, en cuanto no se opongan a las Normas de calidad de las Viviendas con Protección Pública de la Comunidad de Madrid”.



	Dentro de la acción reguladora del proceso de calidad de las Viviendas con Protección Pública se han elaborado las presentes Normas Técnicas de Calidad de las Viviendas con Protección Pública, que son, por un lado, una actualización a la evolución técnica y normativa de las NTC-VPO de 1976, con la adaptación a las peculiaridades y necesidades propias de la construcción en la Comunidad de Madrid y por otro, una incorporación de requisitos derivadas de la exigencia social .



	La referida normativa se adjunta como anejo de la Orden.







PAÍS VASCO



DECRETO 238/1996, de 22 de Octubre, por el que se regula el control de calidad en la construcción.



B.O.P.V. nº 215, de 7 de abril de 1996.





	El presente Decreto se estructura en base a seis Capítulos.



	En el Capítulo primero se recogen las disposiciones generales del procedimiento de Control de Calidad, en el que se amplía su ámbito de aplicación, con respecto al del Decreto 467/1991, de 30 de agosto. Asimismo, y con respecto a los Laboratorios de Ensayos para el Control de Calidad de la Edificación, se establece que los ensayos de los Estudios Geotécnicos sean realizados por aquellos laboratorios que se encuentren acreditados en determinadas áreas.



	El Capítulo segundo desarrolla el Control de Calidad en el Proyecto con la inclusión en el mismo de la denominada Memoria de Calidad, del Autocontrol de Proyecto y del Programa de Control de Calidad, cuya valoración económica se incluirá en el presupuesto de Proyecto.



	En el Capítulo tercero se recoge el procedimiento de control de Control de Calidad de las obras, previo a su inicio y durante la ejecución de las mismas.



	El Capítulo cuarto se refiere a la finalización de las obras, desarrollando el proceso de obtención del Certificado de Control de Calidad.



	En el Capítulo quinto se contempla la realización de inspecciones por parte de la Dirección de Vivienda y Arquitectura, para comprobar el cumplimiento del presente Decreto.



	En el Capítulo sexto se constituye la Comisión para el Control de Calidad de la Edificación, se estable su composición, sus funciones y régimen de funcionamiento, en continuidad con lo establecido en el Decreto 467/1991, de 30 de agosto.









V.- REHABILITACIÓN











BALEARES



Decreto 1/1997, de 10 de enero, de modificación del Decreto 184/96, de 11 de octubre, por el que se aprueba y regula el Plan extraordinario de recuperación y mejora del paisaje urbano.



BOCAIB nº 18 de 11/2/97



	El presente Decreto que modifica el 184/96 aprueba el plan extraordinario de recuperación y mejora del paisaje urbano (MIRALL) que se desarrolla conjuntamente entre la Comunidad Autonómica y los ayuntamientos afectados.



	Se desarrollan dos programas concretos:



	A) Programa de recuperación y mejora de infraestructuras, donde el ámbito de actuación 	se extiende a toda la población de la Comunidad Autónoma.





	B) Programa de recuperación y mejora de fachadas,



	Este programa se divide en:



b.1 Subprograma de edificios situados en el área antigua de núcleos tradicionales históricos según se determina en los planes aprobados.



Además se incluyen los edificios catalogados situados en suelo urbano, aunque se encuentren fuera del área antigua en los núcleos que no tienen planeamiento, el ámbito incluyen las zonas consolidadas para la edificación en 2/3 partes según prevé la Ley sobre el régimen de suelo y ordenación urbana (RDL 1/1992, de 26 de junio). También se incluirán los edificios situados en núcleos de población de la sierra de Tramuntana que tengan una población inferior a 2.000 habitantes de derecho.



b.2. Subprograma de edificios situados en núcleos urbanos fuera de las áreas históricas, con más de 20 años de antigüedad, de uso primordialmente plurifamiliar.



En este segundo de los programas, se establece que Comunidad Autónoma se obliga a sufragar un porcentaje del coste de las operaciones de mejora de la fachada a inmuebles de titularidad privada descritas en el artículo 1º del presente Decreto, con la condición que en un determinado porcentaje el coste sigue asumido por el interesado y en su caso, otro porcentaje sea asumido por la entidad local correspondiente.



	Los ayuntamientos o consejos insulares deberán delegar en la Comunidad Autónoma de las Islas Baleares las peticiones de particulares que, informadas positivamente por la entidad local remitente, cuenten con el compromiso de subvención del porcentaje al cual se refiere el apartado siguiente por parte de las entidades locales.



	A tal efecto se establecerán los pertinentes convenios de colaboración que determinen los derechos y las obligaciones de cada una de las administraciones que se sujetan a las normas que desarrollan el presente Decreto.



	En el caso que el ayuntamiento correspondiente no procediese a firmar el preceptivo convenio o no tenga capacidad económica para sufragar el porcentaje que le corresponde, los particulares podrán presentar su petición directamente a la Dirección General de Arquitectura y Vivienda de la Consejería de Fomento del Gobierno Balear a partir de los 3 meses de la entrada en vigor del presente decreto.. En este caso los particulares solo obtendrán el porcentaje de subvención correspondiente a la Comunidad Autónoma



	Los porcentajes del coste a asumir por la Comunidad Autónoma i las entidades locales son los siguientes:



						CAIB		ENTIDADES LOCALES

a) Municipios con menos de 1000

habitantes de derecho				40%			20%

b) Municipios Plan de Mallorca			40%			20%

c) Municipio de Formentera			40%			20%

d) Núcleos de población situadas a la 

sierra de Tramuntana y menos de 2000

habitantes de derecho				40%			20%

e) Municipios entre 1000 y 2000 

habitantes de derecho				35%			25%

f) Municipios de menos de 2000

habitantes de derecho				30%			30%









	ORDEN del Consejero de Fomento por el que se desarrolla el Decreto 184/1996, de 11 de octubre y sus modificaciones por el Decreto 1/97, de 10 de enero por la que se regula el plan Extraordinario de recuperación y mejora del paisaje urbano.



BOCAIB nº 38 de 29/3/97.



	Es el Desarrollo procedimental de los referidos Decretos.



CATALUÑA



ORDEN de 11 de octubre de 1996, por la que determinan las áreas de rehabilitación susceptibles de acojerse a los beneficios del Decreto 65/1996, de 23 de Enero.



D.O.G.C. nº 2275 de 30/10/96



	Establece, el desarrollo del Decreto 65/1996, de 23 de Enero, las distintas Áreas de Rehabilitación.



EXTREMADURA





DECRETO 47/1997, de 22 de abril, por el que se regulan las Áreas de Rehabilitación.



B.O.E. nº 50 de 29/4/97.



	El objeto del presente Decreto es triple. Fundamentalmente regula las Áreas de Rehabilitación, pero también se establecen ciertas condiciones de los convenios a suscribir con los Ayuntamientos con la Junta como de las Oficinas de Rehabilitación, previsto todo ello en el Decreto 34/96 de 27 de febrero. No obstante ello, analizaremos solo el contenido fundamenten las Áreas de Rehabilitación, ya que de los otros aspectos solo se regulan cuestiones puntuales.



	A los efectos de este Decreto se entienden por Áreas de Rehabilitación aquellas declaradas como tal en los Convenios que se celebren entre la Junta de Extremadura y los Ayuntamientos afectados, de acuerdo con la normativa estatal y autonómica vigente.



	Actuaciones protegibles.



	En las Áreas de Rehabilitación, sin perjuicio de la gestión que la Oficina realice de otras figuras previstas en la normativa autonómica, se protegerán las siguientes actuaciones:



	a) Rehabilitación de edificios y viviendas.



	b) Ejecución de las obras de urbanización, incluyendo en su caso las de demolición, si fueran necesarias.



	c) Construcciones de edificaciones nuevas, que de acuerdo con la normativa urbanística vigente supongan la regeneración urbana del correspondiente Área de Rehabilitación, siempre y cuando la nueva superficie construida no exceda del 10% de la inicialmente existente.



	Las actuaciones protegibles descritas en el punto anterior, serán compatibles con la protección y acrecentamiento de los valores artísticos, históricos, arqueológicos, etnográficos y científicos que inspiran el art. 1º de la Ley de Patrimonio Histórico Español.



	Requisitos de las actuaciones protegibles.



	Las operaciones protegibles en las Áreas de Rehabilitación, aseguran, en todo caso, la diversidad social y de usos preexistentes, el realojamiento de la población residente y su ejecución de acuerdo con la normativa urbanística vigente y respetando en todo caso la singular protección y tutela de los bienes que integran el Patrimonio Histórico Extremeño.







GALICIA





ORDEN de 1 de Octubre de 1.996 por la que se desarrolla el Decreto 199/96, de 2 de Mayo, por el que se prorroga el plazo de vigencia del Decreto 142/92, de 5 de Junio, sobre subvenciones a fondo perdido para rehabilitación de viviendas familiares en el medio rural de Galicia.



D.O.G. nº 199 de 10/10/96



	El presente decreto, a partir de prorrogar el referido plazo, establece al Anexo el catálogo de trabajos y precios máximos para dicha rehabilitación.





MADRID





DECRETO 43/1997, de 13 de Marzo, por el que se regula el régimen jurídico de las ayudas en materia de viviendas con protección pública y rehabilitación con protección pública del Plan de Vivienda de la Comunidad de Madrid 1997-2000.



B.O.C.M. nº 64, de 17 de marzo de 1.997.



	Nos referimos a la rehabilitación al haber analizado ya el resto de las medidas financieras.



	La rehabilitación se regula en su Capitulo III: Las actuaciones que se contemplan son las siguientes (art. 42).



a) Las actuaciones de rehabilitación con protección pública en edificaciones aisladas.



b) Las actuaciones de rehabilitación con protección pública en Zona de Rehabilitación Integrada.



	Las condiciones generales para acudir a las ayudas son las siguientes:



	1) Promotores



	Podrán solicitar la calificación de actuación de rehabilitación con protección pública las personas físicas, ya sea el propietario de la vivienda o el inquilino, y las personas jurídicas.



	2) Limitaciones a la facultad de disposición.



	Las viviendas rehabilitadas con protección pública que hayan sido objeto de subvención en función de las condiciones socio-económicas de los destinatarios no podrán ser objeto de transmisión onerosa por actos intervivos durante el plazo de cinco años desde la concesión de la ayuda sin reintegrar la totalidad del importe percibido, incrementado con el interés legal desde el momento de la concesión.



	En los casos de subvenciones anticipadas, la Dirección General de Arquitectura y Vivienda podrá exigir al beneficiario la anotación preventiva de la resolución por la que se concede ésta, en los términos establecidos en el artículo 26.2 de la Ley Hipotecaria, o cualquier otro tipo de garantía que se establezca para salvaguardar el destino de la subvención.



	3) Presupuesto protegible



	Se considera presupuesto protegible de las actuaciones de rehabilitación con protección pública su coste real, determinado por el precio total del contrato de ejecución de obra, honorarios de los profesionales intervinientes, informes técnicos, excavaciones arqueológicas, indemnizaciones, realojos y los tributos derivados de la actuación todos ellos debidamente acreditados, con los límites máximos establecidos en la presente norma.



	Para la determinación del presupuesto protegible, la superficie construida máxima computable por vivienda será la de 150 metros cuadrados, con independencia de que su superficie real pudiera ser superior.



	Las ayudas económicas son las siguientes:







CUADRO III







ORDEN de 11 de junio de 1997, de la Consejería de Obras Públicas, Urbanismo y Transportes de la Comunidad de Madrid, reguladora de las bases para la concesión de ayudas económicas en materia de viviendas con protección pública y rehabilitación con protección pública previstas en el Decreto 43/1997, de 13 de marzo, por el que se regula el régimen jurídico de las ayudas en materia de viviendas con protección pública y rehabilitación con protección pública del Plan de Vivienda de la Comunidad de Madrid 1997-2000.



B.O.C.M. nº 143, de 18 de junio de 1.997.





	Es el desarrollo procedimental y de corrección del Decreto 43/1997 que se ha comentado anteriormente.





NAVARRA



ORDEN FORAL 142/1996, de 6 noviembre, de la Consejeria de Medio Ambiente, Ordenación del Territorio y Vivienda, por la que se desarrolla el Decreto Foral 289/1988, de 14 de Diciembre, de ayudas para la financiación de oficinas municipales y comarcales de rehabilitación de viviendas.



B.O.N. nº 142, de 22/11/96.



	La presente Orden tiene como único objeto determinar los conceptos retributivos que deben englobarse dentro del coste del personal máximo subvencionable:



	A) . Arquitectos superiores y Arquitectos técnicos: 	Retribuciones básicas entre las que se comprende el premio de antigüedad y complemento de incompatibilidad.



	B). Auxiliares administrativos: retribuciones básicas entre las que comprende el premio de antigüedad



PAÍS VASCO



DECRETO 131/1997, de 3 de junio, por el que se modifican el Decreto sobre fomento de actuaciones protegibles en materia de suelo con destino preferente a la promoción de viviendas de protección oficial, el Decreto sobre medidas financieras y régimen jurídico de las viviendas sociales, el Decreto sobre medidas financieras en materia de vivienda y el Decreto sobre actuaciones protegidas de rehabilitación del patrimonio urbanizado y edificado.



B.O.P.V. nº 106 de 5/6/97



	Se modifican distintos artículos del Decreto 214/1996, de 30 de Julio, sobre actuaciones protegidas de Rehabilitación del patrimonio Urbanizado y Edificado. En concreto:



	1.- El apartado 1º, 1º y 4º del artículo 26, en relación a las subsidiación del tipo de interés y sus cuantías. Así:



	Titulares de rehabilitación con ingresos ponderados que no excedan de 2,5 veces el salario mínimo interprofesional siempre y cuando las obras a realizar incorporen partidas de adecuación estructural o constructiva, de adecuación de las condiciones de habitabilidad de las viviendas, o de su adecuación para el uso por personas minusválidas conforme establecen los apartados 3, 4 y 6 del artículo 3 de este Decreto: 4 por 100 de interés efectivo anual.



	Titulares de rehabilitación con ingresos ponderados que no excedan de 3,5 veces el salario mínimo interprofesional: 5 por 100 de interés efectivo anual.



	La subsidiación del tipo de interés en los préstamos cualificados para financiar las actuaciones protegidas de Rehabilitación Integrada efectuada por personas físicas en locales comerciales, se establecerá para aquellos cuya categoría asignada sea 1.ª o 2.ª dentro del Catálogo de actividades o negocios protegidos de interés preferente, según la actividad o negocio en ejercicio o que se vaya a ejercer, de forma que el tipo de interés subsidiado sea el 5 por 100 de interés efectivo anual.



	2.- El apartado 3º del art. 31, en relación a la subsidiación de intereses a los promotores. Así:



	“3.- El Gobierno Vasco, a través del Departamento de Ordenación del Territorio, Vivienda y Medio Ambiente, subsidiará a los promotores los tipos de interés resultante para el prestatario sea:



	A) Promoción de viviendas, cuando su cesión se efectúa en propiedad: El 5 por 100 de interés efectivo anual.



	B) Promoción de viviendas, cuando su cesión se efectúe en arrendamiento, incluidas las viviendas que ya se encuentren arrendadas en las condiciones establecidas en este artículo:



	- Si se trata de rehabilitación integrada: El 4 por 100 de interés efectivo anual.



	Si se trata de rehabilitación aislada: el 5 por 100 de interés efectivo anual.”



	3.- El apartado 5º del art. 31, en relación a la subvención al promotor.



	“5.- El Gobierno Vasco concederá, a través del Departamento de Ordenación del Territorio, Vivienda y Medio Ambiente, una subvención al promotor de viviendas de protección oficial destinadas a su arrendamiento por importe del 10% del precio máximo de venta que hubiera debido figurar en la calificación provisional, si las viviendas se hubieran destinado a su venta. El abono de la subvención se practicará anticipadamente, a petición del promotor, una vez obtenida la calificación provisional contra prestación de las correspondientes certificaciones de la obra realizada”.





ORDEN de 4 de marzo de 1997 del Consejero de Ordenación del Territorio, Vivienda y Medio Ambiente, por la que se regula la concesión de subvenciones para la Redacción de Estudios Socio-Urbanísticos y/o Planes Especiales de Rehabilitación de Cascos Históricos.



B.O.P.V. nº 57 de 24 de Marzo de 1997.



	Es objeto de la presente Orden regular las ayudas para la redacción de Estudios socio-urbanísticos y/o Planes Especiales de Rehabilitación de Cascos Históricos, así como para la redacción de la Cartografía a escala 1/200 o 1/500.



	Las ayudas podrán ser solicitadas, con arreglo a las condiciones, requisitos y procedimiento que se establecen en la presente Orden por los Ayuntamientos de Álava, Guipuzkioa y Bizkaia para sus Cascos Históricos, es decir, para aquellas áreas de su término municipal que, por constituir conjuntos urbanos o rurales de interés urbanístico y/o por las condiciones de degradación de su patrimonio urbanizado y edificado, sean susceptibles de ser declaradas Áreas de Rehabilitación Integrada, de conformidad con el artículo 9.1 del Decreto 214/1996.



	Las ayudas podrán ser solicitadas asimismo por las Sociedades Urbanísticas de Rehabilitación, previa autorización del Ayuntamiento interesado.



- Cuantías



	El Departamento de Ordenación del Territorio, Vivienda y Medio Ambiente podrá conceder, de conformidad con la habilitación presupuestaria existente, una cantidad no superior al 90% ni inferior al 30%, incluido el IVA, del costo de los honorarios de redacción de los documentos antes indicados, excepto para la cartografía, para cuya elaboración podrá subvencionarse el 100% del costo. Así:



	a) La cuantía máxima del costo de los honorarios de redacción de los trabajos de los Planes Especiales de Rehabilitación, sobre la que se calculará el porcentaje a aportar por el Departamento de Ordenación del Territorio, Vivienda y Medio Ambiente, sin incluir el IVA será la obtenida mediante la aplicación de la siguiente fórmula:



	H = 27.500 x 5,39 x Fp x S.



	Siendo H los honorarios en pesetas y teniendo Fp y S los valores que les atribuye el apartado 2.2.9 del Real Decreto 2512/1977, de 17 de junio, para los Planes Parciales, utilizando siempre para la obtención de Fp la columna correspondiente a la edificabilidad de más de 1,5 m.2/m.2.



	b) La cuantía máxima del costo de los honorarios de redacción del Estudio Socio-Urbanístico será la equivalente al 30% de aquella que corresponda como máximo al Plan Especial de Rehabilitación.







VI.- URBANISMO.





	Tras la sentencia del Tribunal Constitucional 61/97, para lo que se declaran nulos más de 2/3 partes del articulado del R.D.L. 1/92, Texto refundido de la Ley del Suelo, las comunidades autónomos que no tenían una normativa urbanística propia, han dictado normas para entrar al vacío legal producido.



	Así, hay Comunidades Autónomas como la Gallega que ha publicado el Texto completo de la Ley del suelo. (Ley 1/97, de 24 de marzo, del suelo de Galicia. D.O.G. nº 59, de 26/3/97).



	Otras, con carácter urgente y transitorio se han limitado a declarar en vigor en sus territorios el articulado declarado nulo por exceso de competencia. En esta línea se ha publicado recientemente:



-Andalucía: Ley 1/97, de 18 de junio, por la que se adoptan con carácter urgente y transitorio disposiciones en materia de régimen de suelo y ordenación urbana. (BOJA nº 73 de 26/6/97).



-Cantabría: Ley de Cantabría 1/97, de 25 de abril, de Medidas Urgentes en materia del Régimen del Suelo y Ordenación Urbana. (BOC nº 83 de 25/4/97).



	Otras como Castilla y León han dictado una circular donde criterios para la aplicación del régimen jurídico urbanístico tras la Sentencia del Tribunal Constitucional. (BOC y L nº 112 de 13/6/97).



	Todas ellas serán comentadas en un Boletín especifico, siguiendo la línea iniciada de estudios de legislaciones Autonomicas del Suelo.







CANARIAS



DECRETO 94/1997, de 9 de junio, de modificación del Decreto 11/1997, de 31 de enero, por el que se regula la constitución de un censo de edificaciones no amparadas por licencia y por el que se establecen los supuestos de suspensión de la ejecutoriedad de las órdenes de demolición.



B.O.C. nº 23 de 17/2/97.





DECRETO 11/1997, de 31 de enero, por el que se regula la constitución de un censo de edificaciones no amparadas por licencia y por el que se establecen los supuestos de suspensión de la ejecutoriedad de las órdenes de demolición.



B.O.C. nº 77 de 13/6//97.



	Los presentes decretos prevén la posibilidad de paralizar la orden de demolición de determinadas construcciones no amparadas por licencia, siempre que se encuentren terminadas antes de 24/5/96, y reinan ciertas condiciones objetivas.



	La idea, que parece resultar practica, podría entenderse como una “amnistía urbanística” y resultar un precedente poco claro para una aplicación optima del urbanismo.







PAÍS VASCO



LEY 1/1997, de 20 de febrero, por lo que se regula la consignación de cantidades en los Presupuestos Municipales con destino a Patrimonio Municipal de Suelo.



B.O.P.V. nº 42 de 3/3/97.



	La propia Exposición de Motivos de la Ley da su razón de ser al indicar que a la vista de las diferentes interpretaciones realizadas y de las controversias litigiosas suscitadas en relación con este artículo (art. 281 R.D.L. 1/92), se considera necesario regular este aspecto en aras del principio de seguridad jurídica de los municipios en la aprobación de los presupuestos municipales, estableciéndose a través de la presente ley que la base para el cálculo de las cantidades que tengan que destinarse a los patrimonios municipales de suelo serán las dotaciones correspondientes a los capítulos I y II de ingresos de los presupuestos de la Administración municipal.



	Para ello se establece en su artículo único que:



	1.- Los Ayuntamientos capitales de provincia o de más de 50.000 habitantes consignarán en sus presupuestos, al menos, una cantidad equivalente al 5 por 100 del total consignado en los capítulos I y II de ingresos del Presupuesto de la Administración municipal, para la constitución, conservación y ampliación del patrimonio municipal de suelo.



	2.- También consignarán una cantidad equivalente al 5 por 100 de los capítulos I y II de ingresos del presupuesto de la Administración municipal a la ejecución de urbanizaciones, dotaciones públicas y operaciones de reforma interior previstas en el planeamiento urbanístico.



	3.- Las previsiones superiores o inferiores en un ejercicio presupuestario podrán ser compensadas con previsiones inferiores o superiores, respectivamente, en el ejercicio siguiente, siempre y cuando se garantice el cumplimiento, para el conjunto de los dos años, del promedio anual de 5 por 100 señalado en los apartados anteriores.







VII.- VIVIENDA RURAL





ANDALUCÍA





RESOLUCIÓN de 27 de diciembre de 1996, de la Dirección General de Arquitectura y Vivienda, por la que se hace pública la relación de municipios, número de viviendas objeto de actuación y cuantía total de la subvención por Ayuntamientos, afectados por la Orden que se cita.



BOJA nº 10 de 23/1/97.



	La presente Resolución hace publica la relación de municipios destinatarios de la subvención regulada en la Orden de 12 de julio de 1996, así como el número de viviendas objeto de actuación en cada uno de ellos y la cuantía total de subvención por Ayuntamiento, todo lo cual queda recogido en el Anexo I de la presente Resolución.



	Además, establece las siguientes condiciones:



	- La selección definitiva de las viviendas de actuación correspondientes a cada municipio, tanto en la modalidad de electrificación, abastecimiento de agua o aumento de potencia, corresponderá salvo motivo justificado con la remitida por los Ayuntamientos en la solicitud, de acuerdo con los criterios señalados en el artículo 4.º, apartado c, de la Orden de Convocatoria.



	- De acuerdo con los artículos 11 de la Orden de Convocatoria y 94 de la Orden de 2 de agosto (BOJA núm. 100), cada Ayuntamiento seleccionará a la empresa instaladora, teniendo un plazo de seis meses, según el artículo 9, para la ejecución de las obras contado desde la fecha de notificación por parte de esta Consejería.



	Las certificaciones para el abono de la subvención se entregarán en las respectivas Delegaciones Provinciales de esta Consejería. Asimismo, la Resolución presente se ajusta a lo establecido en la Orden de 2 de agosto de 1996, sobre desarrollo y tramitación de los distintos programas de vivienda del II Plan Andaluz de Vivienda y Suelo, para el cuatrienio 1996-1999 (BOJA núm. 100, de 31 de agosto), y más concretamente a lo regulado en la Sección 5.º, Mejora Vivienda Rural en localización aislada, artículos 90 al 94 de la citada Orden.







CASTILLA Y LEÓN



DECRETO 7/1997, de 16 de enero, por el que se regulan las ayudas a la vivienda rural.



B.O.C. y L. nº 11 de 17/1/97.







ORDEN de 19 de junio de 1997, de la Consejería de Fomento, por la que se modifica la Orden del 17 de enero de 1997, por la que se regula la Tramitación de ayudas a la vivienda rural.



B.O.C. y L. nº 248 de 20/12/96.



	El Decreto modifica el anterior 51/96, para adecuarlo a la anualidad 1997, si bien se introducen ciertas modificaciones.



	Dichas modificaciones consisten: de un lado, en potenciar la subsidiación de intereses de préstamos cualificados para los jóvenes menores de 30 años, con objeto de facilitar su primer acceso a la vivienda, así como favorecer a las familias con ingresos ponderados que no superen en 2,5 veces el salario mínimo interprofesional. Así mismo se incrementa el porcentaje de la cuantía máxima del préstamo en nueva construcción o reconstrucción hasta el 80 por ciento del módulo ponderado vigente, aplicable a las viviendas de protección oficial.



	La Orden de 19 de junio, modifica el desarrollo procedimental para la tramitación de dichas ayudas.







GALICIA





Orden de 12 de diciembre de 1996 de ayudas a los ayuntamientos para infravivienda rural en el ejercicio de 1997.



D.O.G. nº 248 de 20/12/96.





	El Decreto 343/1992, de 26 de noviembre, modificado por el Decreto 195/1996, de 17 de mayo, regula las ayudas a los ayuntamientos para la infravivienda rural.



	La Orden de 29 de enero de 1993 desarrolla el Decreto 343/1992, de 26 de noviembre, y continua vigente en cuanto a la determinación de los ingresos familiares, su ponderación y el impreso con los datos de la unidad familiar y de la infravivienda.



	La presente disposición, que no modifica el procedimiento, abre el plazo de presentación de las solicitudes, indica la partida presupuestaria en la que figuran los créditos que amparan la presente orden y señala la cuantía máxima de las subvenciones que se concederá para cada ayuntamiento en el ejercicio 1997.







VIII.-  OTRAS DISPOSICIONES



ANDALUCÍA



ORDEN de 5 de septiembre de 1996, por la que se aprueba el modelo de ficha para la justificación del cumplimiento del Decreto 72/1992, de 5 de mayo, de la Consejería de la Presidencia de la Junta de Andalucía.



BOJA nº 111 de 26/9/96.



	La presente Orden establece la obligatoriedad de incluir una ficha justificativa en los proyectos o documentos técnicos a los que sea de aplicación el cumplimiento del Decreto 72/1992, de 5 de mayo, de la Consejería de la Presidencia de la Junta de Andalucía, por el que se aprueban las normas técnicas para la accesibilidad y la eliminación de barreras arquitectónicas, urbanísticas y en el transporte en Andalucía.



	Además se aprueba el modelo de ficha que figura como anexo a la misma.







DECRETO 140/1997, de 20 de mayo, por el que se establece un nuevo plazo para acogerse a los beneficios previstos en el Decreto 414/1990, de 26 de diciembre, por el que se dictan normas especiales para facilitar el acceso a la propiedad de los titulares adjudicatarios de viviendas de promoción pública, en régimen de acceso diferido a la propiedad, y se modifica dicho Decreto.



BOJA nº 73 de 26/6/97.



	Como su título indica la finalidad del Decreto es doble, por un lado se amplia el plazo para acogerse a los beneficios del Decreto 414/90, (Tres meses desde la entrada en vigor) y, por otro, se modifica el artículo 5º y se le añade un párrafo (el segundo) al art. 6º, en los siguientes términos:



	En el supuesto de que se aplace el pago del importe de la liquidación, los gastos notariales y regístrales originados por la cancelación de la condición resolutoria prevista en el apartado 2 del artículo anterior, serán por cuenta del beneficiario.



	El mencionado art. 5º queda redactado del siguiente tenor literal.



	Artículo 5.º 1. La Consejería de Obras Públicas y Transportes procederá a confeccionar el correspondiente estudio económico de amortización anticipada de las viviendas y notificará a cada titular solicitante la liquidación resultante, donde se incluirán también las cantidades atrasadas pendientes de pago, suspendiéndose a partir de dicho momento la correspondiente facturación.



	Si resultara una liquidación igual o superior a ciento cincuenta mil (150.000) pesetas, se podrá aplazar su pago durante doce meses sin interés. Para acogerse a este aplazamiento será requisito el abono, como mínimo, del veinte por ciento de dicha liquidación en el momento de aceptación de la misma, la cual habrá de producirse dentro del plazo común establecido en el apartado 3 de este artículo.



	2. Una vez abonada la liquidación, en su totalidad o en el porcentaje establecido para los casos de aplazamiento, los Delegados Provinciales de la Consejería de Obras Públicas y Transportes, en el ámbito de sus respectivas competencias, procederán a otorgar las correspondientes escrituras públicas de compraventa.



	En los casos en que se opte por el aplazamiento del pago del importe de la liquidación, al elevar la transmisión a escritura pública se incluirá en ésta una cláusula resolutoria para el supuesto de falta de pago de alguno de los plazos pactados.



	En la escritura pública de compraventa se hará constar expresamente que el pago total del importe de la liquidación podrá acreditarse en el Registro de la Propiedad mediante la presentación de los recibos correspondientes.



	3. Transcurridos tres meses desde la notificación prevista en el apartado 1 de este artículo, sin que el interesado haya manifestado su discrepancia con la liquidación practicada o, en su defecto, se haya abonado la misma o el porcentaje establecido para el supuesto de haber optado por el aplazamiento del pago, se le entenderá desistido de su solicitud y, por tanto, se reiniciará la facturación sobre la base del abono único e íntegro de las cantidades correspondientes al periodo en que ésta hubiera estado suspendida.







ARAGÓN



LEY 3/1997, de 7 de abril, de Promoción de la Accesibilidad y Supresión de Barreras Arquitectónicas, Urbanísticas, de Transporte y de la Comunicación.



BOA nº 44 de 18/4/97.



	La Ley consta de un título preliminar, seis títulos, cuatro disposiciones adicionales, dos transitorias, una derogatoria y tres finales, que facultan al Gobierno de Aragón para dictar las disposiciones y normas técnicas para el desarrollo y aplicación de la Ley.



	El título preliminar contiene el objeto de la Ley: garantizar a las personas con movilidad reducida o cualquier otra limitación física o sensorial la accesibilidad y la utilización de los bienes y servicios de la sociedad, procurando los medios para ello, como son la eliminación de barreras o la utilización de las ayudas técnicas como factor de sustitución: objetivo que comprende un colectivo muy amplio de personas protegidas, al tener en cuenta la situación del progresivo envejecimiento de la población.



	Congruente con este objeto, el ámbito de aplicación de la Ley significa que se consideren todo clase de actuaciones urbanísticas, en la edificación, en los transportes y en la comunicación sensorial.



	El título preliminar se cierra con una serie de definiciones que hacen posible la aplicación correcta de la norma legal y de su desarrollo mediante las correspondientes normas técnicas.



	El título primero está dedicado a la accesibilidad, como objetivo prioritario que debe estar presente en las diferentes manifestaciones del planeamiento urbanístico, en la edificación, en los transportes y en la comunicación sensorial.



	El título segundo de la Ley, está dedicado a la eliminación de las barreras arquitectónicas, y que impone a las personas públicas y privadas la obligación de su desaparición mediante la adaptación gradual de los diferentes espacios de uso público, teniendo en cuenta la aparición de las normas técnicas de desarrollo de la Ley.



	Por otra parte, se establece que las Administraciones públicas elaboren programas de actuaciones específicas e inventarios para la eliminación de barreras arquitectónicas de los edificios destinados a uso público, propiciándose de esta forma la actividad de la Administración en esta materia.



	El título tercero hace referencia al Consejo para la promoción de la accesibilidad y la eliminación de las barreras, como órgano de participación adscrito al Departamento de Sanidad, Bienestar Social y Trabajo, en el que se integran representantes de las diferentes Administraciones públicas, entidades representativas de trabajadores y empresarios y asociaciones que agrupan a los diferentes colectivos de personas con limitaciones.



	El Consejo tiene funciones de asesoramiento, información, seguimiento y control, propuesta de criterios de actuación y elaboración de normas técnicas.



	El título cuarto regula las medidas de fomento mediante la creación de un fondo dependiente del Departamento de Sanidad, Bienestar Social y Trabajo, con la finalidad de subvencionar la eliminación de barreras y financiar ayudas técnicas.



	El título quinto establece medidas genéricas de control, pero de gran importancia, como son la necesidad de observar las licencias, las autorizaciones municipales y los pliegos de condiciones administrativas en los contratos de esta naturaleza, según lo dispuesto en esta Ley.



	Se reserva el título sexto el derecho sancionador, estableciéndose una división en faltas leves, graves y muy graves, en función de la importancia de las infracciones. Se consideran especialmente aquellas que impidan la utilización de los espacios o de los distintos bienes y servicios; las que dificulten o limiten de forma muy importante el acceso de las personas protegidas por la Ley, o las que impidan el libre acceso y uso de cualquier espacio o medio, con referencia en los tres supuesto a las normas técnicas a dictar en desarrollo de la Ley.







ASTURIAS



RESOLUCIÓN de 25 de septiembre de 1996 de la Consejería de Cooperación, por la que se ordena la publicación del Protocolo al Convenio suscrito entre el Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales y el Principado de Asturias, fecha 23 de mayo de 1995, sobre un programa denominado “Bolsa de Vivienda Joven en Alquiler”.



B.O.P.A. de 14/10/96.



	Con fecha 23 de mayo de 1995, se firmó un Convenio de colaboración entre el Ministerio de Asuntos Sociales y el Principado de Asturias para conjuntamente promover actuaciones que contribuyan a favorecer el acceso a la vivienda de la juventud.



	A tal fin se puso en marcha el programa de Bolsa de Vivienda Joven en Alquiler, para ser ofrecido a jóvenes, proporcionando unos servicios que faciliten un alquiler basado en precios sociales y garantizando ventajas económicas, jurídicas y técnicas tanto para los propietarios como para los jóvenes arrendatarios.



	En la estipulación Quinta del referido Convenio de colaboración se establece que, para dar continuidad al mismo, se firmará a finales de 1995 o principios del 1996, un Protocolo entre las Instituciones firmantes del Convenio, en el que se establecerán las actividades a realizar, así como los medios de todo tipo necesarios para su ejecución, especificando las aportaciones de cada una de las partes, todo ello aplicable al año 1996.



	Pues bien, en la presente resolución se publica dicho acuerdo, en el que se prevé unos desembolsos de 24.950.000 pts por el Instituto de la Juventud y de 12.824.628 pts por las Direcciones Regionales de Deportes y Juventud y de la Vivienda.









BALEARES



DECRETO 2/1997, de 10 de enero, de modificación del Decreto 113/1986, de 30 de diciembre, de constitución del Instituto Balear de la Vivienda. (IBAVI).



B.O.C.A.I.B. nº 16 de 6/2/97.



	El presente Decreto adecua la composición del Consejo del IBAVI a la nueva estructura de la Consejería de Fomento.







CANARIAS



DECRETO 289/1996, de 22 de Noviembre, por el que se modifica el artículo 3 del Decreto 12/1996, de 26 de Enero, por el que se subvenciona la adquisición de determinadas viviendas de Protección Oficial de titularidad de la Comunidad Autónoma de Canarias.



B.O.C. nº 156 de 6/12/96.



	Se da nueva resolución al artículo 3º del Decreto para ampliar el plazo de petición de la opción de compra hasta el 31 de Mayo de 1997.







CANTABRIA



LEY de Cantabria 3/1996, de 24 de septiembre, sobre Accesibilidad y Supresión de Barreras Arquitectónicas, Urbanísticas y de la Comunicación.



B.O.C. nº 198 de 2 de octubre de 1.996



	La Asamblea Regional de Cantabria aprobó la Ley de Acción Social de la Comunidad Autónoma de Cantabria, de 15 de mayo de 1992, la cual se inspira en principios de responsabilidad pública; universalidad e igualdad, prevención, descentralización, participación, integración y normalización; planificación y coordinación y solidaridad, en todas las actuaciones encaminadas al bienestar social de los habitantes de Cantabria, por virtud de la competencia exclusiva en esta materia, conferida por el estatuto de Autonomía de la Diputación Regional de Cantabría.



	La Ley de Acción Social, al referirse al desarrollo de los Servicios Sociales específicos, apunta ya en su artículo 6.f), como “Se promoverán medidas tendentes a la eliminación de obstáculos en la vida del minusválido, potenciando actuaciones encaminadas, entre otras, a la incorporación al mundo social y laboral de las personas con minusvalía, de manera normalizada...”. Es evidente que para alcanzar esta normalización se hace imperiosamente necesario establecer un marco favorable a la supresión de los obstáculos de todo tipo, que impiden o dificulten en gran medida al desenvolvimiento de personas con movilidad reducida o con limitaciones en la comunicación.



	A esta finalidad responde la presente Ley de Accesibilidad y Eliminación de Barreras Arquitectónicas, Urbanísticas y de Comunicación, la cual pretende abarcar, todos los problemas que actualmente presenta el desarrollo de las actividades de los ciudadanos, tanto en el ámbito de lo urbano como en el rural.



	La Ley se estructura en un Título Preliminar y la siguiente Titulación:



	I.- Disposiciones Generales.

	II.- Accesibilidad en la Edificación.

	III.- Disposiciones sobre barreras en los Transportes Públicos.

	IV.- Disposiciones sobre barreras en la Comunicación Sensorial.

	V.- Medidas de Fomento.

	VI.- Medidas de Control.

	VII.- Régimen Sancionador.

	VIII.- Consejo Regional de Accesibilidad.



	Merecen destacar como medidas favorecedoras de la aplicación de las previsiones contenidas en el articulado de la Ley:



1.- La creación del Fondo para la supresión de Barreras de todo género, con dotación económica fundamentalmente, por parte del Gobierno Regional de Cantabria.



2.- El régimen sancionador por las infracciones cometidas por acciones u omisiones con los preceptos de la presente Ley, con un sistema actualizable de multas.



3.- La creación del Consejo Regional de Accesibilidad, con fines de impulso, participación y consulta en todo lo referente a la promoción en cuanto se previene en la parte dispositiva de esta Ley. 



4.- La formación del catálogo de edificaciones y espacios de titularidad pública, pendientes de adaptación, constituye, igualmente, una imposición de importancia frente a la responsabilidad pública en la solución de los problemas derivados de las barreras arquitectónicas, urbanísticas y de comunicación.







CATALUÑA





DECRETO 147/1997, de 10 de junio, por el cual se regula el Registro de fianzas de los contratos de alquiler de fincas urbanas y el deposito de fianzas.



D.O.G.C nº 2416 de 19 de junio de 1997.



	La Ley 13/1996, de 29 de julio, crea el Registro de finanzas de contratos de alquiler de fincas urbanas, en el cual se han de inscribir los contratos de alquiler  las fincas de los cuales han sido objeto de disposición preceptiva.



	De otra parte, la Ley, al amparo de lo que establezca la disposición adicional 3 de la Ley 29/1994, de 24 de noviembre, de arrendamientos urbanos, establece la obligación de los arrendadores de fincas urbanas, tanto las destinadas a vivienda como las destinadas a otros usos, de depositar al Institut Català del Sòl la fianza establecida en el articulo 36.1 de esta Ley del Estado.



	Así mismo, el articulo 4 de la Ley 13/1996, de 29 de julio, obliga al deposito sin interés de las finanzas que las empresas de suministros y servicios exijan a los abonados para formalizar el contrato que afectan a estas fincas urbanas.



	En definitiva, el presente Decreto tiene por objeto el desarrollo de la Ley 13/1996, de 29 de julio, de acuerdo con el que establece la disposición final 2.



	En concreto, el Decreto regula el Registro de fincas y las normas de efectuar los depósitos de las fincas, así como su control e inspección, y concreta las funciones del Servicio de Fincas.



	En cuanto a las formas para efectuar los depósitos prevé tanto los ingresos directos de la finca como la posibilidad de concertaciones con liquidaciones periódicas con propietarios o profesionales dedicados a la administración de fincas urbanas. Y en relación con las fincas que han de depositar las compañías de suministro y de servicios se establece que obligatoriamente se tendrán que acoger al régimen concertado.



	Finalmente, determina las finalidades a que el Institut Català del Sòl destinará las fianzas depositadas, que tienen que consistir en inversiones destinadas a la construcción pública de viviendas y una atención especial al régimen de alquiler y a actuaciones directas en núcleos antiguos sujetos a un proceso de renovación urbano.







EXTREMADURA



LEY 8/1996, de 15 de noviembre, de creación de la Comisión Regional de Viviendas de la Comunidad Autónoma de Extremadura.



D.O.E. nº 23/1/97.







DECRETO 25/1997, de 18 de Febrero, por el que se establece la organización y funcionamiento de la Comisión Regional de Vivienda.



D.O.E. nº 25 de 27/2/97.



	Se crea la referida Comisión Regional de Vivienda y se regula su organización y funcionamiento.









GALICIA



ORDEN de 12 de diciembre de 1996 de ayudas a las entidades locales para la erradicación del chabolismo en la Comunidad Autónoma de Galicia en el ejercicio de 1997.



D.O.G. nº 248 de 20/12/96.



	Estas ayudas se instrumentarán financieramente a través del crédito que figura consignado para esta finalidad en la publicación 06.50.331A.760 del estado de gastos de proyecto de la Ley de los Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma de Galicia para 1997, en este momento en trámite parlamentario.



	A efectos de la presente orden:



	1. Continúan vigentes los límites porcentuales de las subvenciones establecidos en el artículo 2º.º. y 1. de la Orden de 27 de junio de 1996.



	2. El límite máximo por vivienda del importe de la subvención para alquileres al que se refiere el artículo 9 del Decreto 266/1989, de 23 de noviembre, queda establecido en 19.000 ptas./mes.



	3. Para la tramitación y concesión de las ayudas habrá que atenerse a lo determinado en la Orden de 7 de junio de 1990, y en la Resolución de 17 de octubre de 1990 del Instituto Gallego de la Vivienda y Suelo, en lo que no resulte modificado por la presente orden.



	El plazo de presentación de solicitudes comenzará el día 2 de enero de 1997 y finalizará el 31 de octubre de 1997.







LEY 13/1996, de 30 de diciembre, de infracciones en materia de vivienda.



D.O.G. nº 12 de 20/1/97.



	La presente disposición de rango de ley al catálogo de infracciones y sanciones en materia de vivienda, exigido por la Ley 30/92, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y procedimiento Administrativo Común.



	La presente Ley se compone de 14 artículos estructurados en los siguientes dos Títulos:



	- T. I.- “Disposiciones Generales”: En el que se analizaran las personas responsables y la comunicación de sanciones”.



	- T.II.- “Infracciones y Sanciones”: Se determina el catálogo de las infracciones y sus correspondientes penas o sanciones, clasificando la primera en leve, grave y muy grave.



	Además se regulan la ejecución forzosa de las sanciones y su prescripción.







Decreto 7/1997, de 9 de enero, sobre viviendas residencia en régimen de alquiler para mayores de 60 años.



D.O.G. nº 17 de 27/1/97.



	El nuevo plan de vivienda 1996-1999 que comporta, con carácter general, una continuación de las líneas de actuación fijadas en el plan anterior (1992-1995), introduce determinadas modificaciones destinadas a mejorar su eficacia social, entre las cuales conviene destacar la posibilidad de que se acojan a la financiación cualificada una serie de viviendas de nueva tipología intermedias entre las viviendas individuales y las residencias colectivas.



	La Comunidad Autónoma de Galicia  considera como una actuación primordial dedicar una atención singular a las personas mayores de 60 años, que por sus específicas circunstancias necesitan viviendas adecuadas a sus características.





	En esta línea, el presente Decreto tiene como objeto:



- Regular la promoción de viviendas en régimen de alquiler para personas mayores de 60 años, al amparo de lo establecido en el artículo 1.4º del Real Decreto 2190/1995, de 28 de diciembre, sobre medidas de financiación de actuaciones protegibles en materia de vivienda y suelo para el período 1996-1999.



- Establecer ayudas públicas para proteger estas actuaciones a cargo de la Comunidad Autónoma.



- Gestionar las ayudas estatales que a estos efectos prevé el referido Real Decreto.



	Las características esenciales de la regulación son las siguientes:





I.- VIVIENDAS PROTEGIDAS.



	Se entiende por viviendas protegidas aquellas que, promovidas de acuerdo con lo regulado en el artículo 1.4º del Real Decreto 2190/1995, sean destinadas a domicilio habitual y permanente, cumplan los requisitos establecidos en el presente decreto y disposiciones que lo desarrollen, y se califiquen como tales por el Instituto Gallego de la Vivienda y Suelo.



Características de estas viviendas.



	 La superficie útil de las viviendas no podrá superar los 50 metros cuadrados.



	Para la determinación de la superficie útil de las viviendas así como de su calidad y diseño se aplicarán las normas que rigen para las viviendas de protección oficial, con las siguientes excepciones:



	1.- Las superficies mínimas de las habitaciones se ajustarán a lo establecido en la normativa sobre habitabilidad de las viviendas. No será de aplicación lo establecido en las ordenanzas provisionales de VPO número 9 y 17.



	2.- Las viviendas estarán dotadas de mobiliario.



	Las viviendas se ajustarán a las disposiciones del Decreto 286/1992, de 8 de octubre, sobre accesibilidad y eliminación de barreras.



Características del edificio.



	El uso mayoritario del edificio será residencial y la superficie máxima que podrá destinarse a servicios comunes, computable a los efectos de obtener las ayudas previstas, será equivalente al 15 por 100 de la superficie útil total destinada a viviendas, o del 20 por 100 en caso de que la actuación comprendiera operaciones de rehabilitación.





II.-CONDICIONES DEL RÉGIMEN.



	La calificación como protegidas de las viviendas reguladas en el presente Decreto, implicará su vinculación al régimen de alquiler durante un período de, al menos, 10 años.



	Estas viviendas únicamente podrán ser cedidas en régimen de alquiler a personas mayores que reúnan las siguientes condiciones:



	a) Que tengan más de 60 años.



	b) Que no sean propietarios de ninguna vivienda de protección oficial ni de otra vivienda libre en el mismo municipio en el que se sitúa la vivienda objeto de actuación protegible.



	c) Que tengan unos ingresos familiares ponderados que no superen 5,5 veces el salario mínimo interprofesional, determinados y acreditados con arreglo a lo establecido en el Real decreto 2190/1995 y en la orden de la Consellería de Política Territorial, Obras Públicas e Vivenda, de 26 de febrero de 1996.



	Las viviendas se destinarán a domicilio habitual y permanente de los arrendatarios. En los contratos de arrendamiento deberá incluirse, como cláusula obligatoria, la prohibición de ceder el uso de la vivienda, por cualquier título, por parte del arrendatario.



Condiciones de los arrendamientos.



	Los arrendamientos de las viviendas se ajustarán a las siguientes condiciones:



	a) La renta inicial será como máximo equivalente al 7,5% del precio de venta que correspondería a una vivienda de protección oficial en régimen general calificada provisionalmente en la fecha del contrato de alquiler.



	b) La renta inicial podrá ser actualizada anualmente de acuerdo con la evolución del índice general de precios al consumo.



	c) El arrendador podrá percibir, además de la renta inicial o revisada, el coste real de los servicios de los que goce el inquilino y que sean satisfechos por el propietario así como las otras operaciones autorizadas por la legislación vigente.



	d) El propietario deberá entregar a los arrendatarios las viviendas en condiciones adecuadas de uso y conservación.



	e) En garantía del buen mantenimiento y del uso adecuado de la vivienda, deberá depositarse, por parte del arrendatario, una fianza por un importe de una mensualidad, de acuerdo con lo dispuesto en la legislación aplicable en materia de fianzas.



	La duración y prórroga de los contratos de alquiler se regirá por lo establecido en la vigente Ley de Arrendamientos Urbanos. Igualmente se estará a lo reglamentado en dicha Ley en los supuestos de separación, divorcio o nulidad matrimonial.



Obligaciones de los propietarios.



	Las reparaciones necesarias y las operaciones de mantenimiento a fin de conservar las viviendas en condiciones de uso adecuado, serán a cargo del arrendador, propietario del edificio o de la empresa gestora administradora, de conformidad con lo que establece la legislación de arrendamientos urbanos.



	El promotor deberá disponer de la documentación necesaria para la Administración pueda comprobar que los inquilinos cumplen los requisitos exigidos por el presente decreto.







III.- AYUDAS ECONÓMICAS.



	Con cargo a los presupuestos del Ministerio de Fomento, el Instituto Gallego de la Vivienda y Suelo reconocerá a los promotores de estas actuaciones las ayudas establecidas en los artículos 11 y siguientes del Real decreto 2190/1995 para las promociones de viviendas de protección oficial en régimen general calificadas para arrendamiento.



	Con cargo a los presupuestos del Instituto Gallego de la Vivienda y Suelo se concederá a los promotores una subvención que tendrá carácter complementario con la reconocida a cargo del Ministerio de Fomento.



	Al amparo del Plan de Vivienda 1996/1999, las ayudas económicas contenidas en este Decreto se financiarán, por lo que respecta al ejercicio de 1997, con cargo al crédito existente en la aplicación presupuestaria 06.50.331A.783 del vigente presupuesto de gastos del Instituto Gallego de la Vivienda y Suelo. Las ayudas a conceder en ejercicios futuros estarán condicionadas a las disponibilidades presupuestarias que para tal fin se establezcan.



Características de las ayudas otorgadas por el Ministerio de Fomento.



	Los promotores que hayan obtenido el préstamo cualificado tendrán derecho a las siguientes ayudas:



	1) Subsidiación de préstamo cualificado. El tipo de interés subsidiado será del 7 por 100 anual, tanto durante el período de carencia como a lo largo del período de amortización, siempre que se mantenga el destino de las viviendas.



	2) Subvención equivalente al 15 por 100 del precio máximo de venta que correspondería a una vivienda de protección oficial de régimen general en el momento de su calificación definitiva.



	El pago de la subvención se hará una vez obtenida la calificación definitiva y en función de las viviendas arrendadas.



Características de las ayudas otorgadas por la Comunidad Autónoma.



	El Instituto Gallego de la Vivienda y Suelo subvencionará a los promotores de viviendas protegidas destinadas para arrendamiento a personas mayores de 60 años en la cuantía del 20 por cien del precio máximo al que hubiera podido venderse una vivienda de protección oficial de régimen general en el momento de la calificación definitiva.



	La solicitud de estas ayudas deberá presentarse en el modelo oficial junto con la solicitud de la calificación provisional de vivienda protegida. El abono de la subvención de practicará una vez obtenida la calificación definitiva.







DECRETO 142/1997, de 5 de Junio, sobre viviendas en régimen de alquiler para jóvenes.



D.O.G. nº 18/6/97.



	El presente Decreto tiene por objeto:



- Regular la promoción de viviendas en régimen de alquiler para jóvenes al amparo de lo establecido en el artículo 1.4º del Real Decreto 2190/1995, de 28 de diciembre, sobre medidas de actuaciones protegibles en materia de vivienda y suelo para el período 1996-1999.



- Previa calificación como viviendas de protección oficial de régimen general, conceder las ayudas previstas en el referido real decreto a los promotores de estas actuaciones, así como las que se establecen con cargo a los presupuestos de la Comunidad Autónoma.



	Las características esenciales de la regulación son las siguientes:



I.- VIVIENDAS PROTEGIDAS.



Características de las viviendas.



	1.- La superficie útil de las viviendas no podrá ser superior a 50 metros cuadrados.



	2.- Cada promoción o edificio deberá contener la reserva para minusválidos fijada en las disposiciones aplicables.



	3.- La configuración de las viviendas deberá permitir que puedan ser destinadas a dos personas como mínimo.



Características del edificio.



	El uso mayoritario del edificio será residencial y la superficie máxima que podrá destinarse a servicios comunes, computable a efectos de obtener las ayudas previstas, será equivalente al 15 por 100 de la superficie útil total destinada a viviendas, o el 20 por 100 en caso de que la actuación comprendiese operaciones de rehabilitación.



	Deben cumplirse las disposiciones del Decreto 286/1992, de 8 de octubre, sobre accesibilidad y eliminación de barreras.



II.- CONDICIONES DEL RÉGIMEN.



	La vinculación al régimen de arrendamiento de las viviendas deberá ajustarse a los plazos establecidos para la vivienda de protección oficial de régimen general destinada a arrendamiento.



	Los destinatarios de las viviendas deberán reunir las siguientes condiciones:



	a) Que tenga una edad comprendida entre 18 y 30 años.



	b) Que no sean propietarios de ninguna vivienda de protección oficial ni de otra vivienda libre en el mismo municipio.



	c) Que sus ingresos familiares ponderados no superen 3,5 veces el salario mínimo interprofesional.



	Se entenderán por ingresos familiares ponderados los de la unidad familiar del inquilino o, en su defecto, de la unidad familiar a que pertenezcan.



	Las viviendas se destinarán a domicilio habitual y permanente de los arrendatarios. En los contratos de arrendamiento deberá incluirse, como cláusula obligatoria, la prohibición de ceder la vivienda, por cualquier título, por parte del arrendatario.



Condiciones de los arrendamientos



	Los arrendamientos de las viviendas se ajustarán a las siguientes condiciones:



	a) La renta anual inicial será como máximo equivalente al 7,5% del precio de venta que correspondería a una vivienda de protección oficial en régimen general calificada provisionalmente en la fecha del contrato de alquiler.



	b) La renta inicial podrá ser actualizada anualmente de acuerdo con la evolución del índice general de precios al consumo.



	c) El arrendador podrá percibir, además de la renta inicial o revisada, el coste real de los servicios de los que goce el inquilino y que sean satisfechos por el propietario, así como las operaciones autorizadas por la legislación vigente.



	d) El propietario deberá entregar a los arrendatarios las viviendas en condiciones adecuadas de uso de conservación.



	e) En garantía del buen mantenimiento y del uso adecuado de la vivienda, deberá depositarse, por parte de arrendatario, una fianza por un importe de una mensualidad, de acuerdo con lo dispuesto en la legislación aplicable en materia de fianzas.



	Los contratos de alquiler tendrán carácter anual y serán prorrogables según lo establecido en el artículo 9 de la Ley de arrendamientos urbanos. No obstante, transcurrida dicha prórroga legal, el contrato podrá ser nuevamente prorrogado por períodos anuales de acuerdo de las partes, siempre que el arrendatario no haya superado la edad de 30 años en el momento del inicio de cada prórroga.



Obligaciones de los propietarios.



	Las reparaciones necesarias y las operaciones de mantenimiento a fin de conservar la vivienda en condiciones de uso adecuado, correrán a cargo del arrendador, propietario del edificio o de la empresa gestora administradora, de conformidad con lo que establece la legislación de arrendamientos urbanos.



	El promotor deberá disponer de la documentación necesaria para que la Administración pueda comprobar que los inquilinos cumplen los requisitos exigidos.



Viviendas destinadas a universitarios.



	Cuando las actuaciones protegibles contempladas en este Decreto sean promovidas por la universidad, o entidades o empresas que con ella colaboren ya sean de titularidad pública o privada, y se destinen a estudiantes universitarios, los límites de ingresos referidos, no se tendrán en cuenta.



	Asimismo, el contrato que establezca la universidad o las empresas o entidades que con ella colaboren tendrá carácter anual, si bien podrá prolongarse durante el período que duren los estudios universitarios.



	Para el acceso a las viviendas por los estudiantes universitarios, la universidad establecerá las condiciones de tutela y baremación.





III.- AYUDAS ECONÓMICAS.



	Con cargo a los presupuestos del Ministerio de Fomento, el Instituto Gallego de la Vivienda y Suelo reconocerá a los promotores de estas actuaciones que se califiquen como viviendas de protección oficial en régimen general, las ayudas establecidas en los artículos 11 y siguientes del Real decreto 2190/1995, de 28 de diciembre, para las promociones de viviendas en arrendamiento.



	Con cargo a los presupuestos del Instituto Gallego de la Vivienda y Suelo se concederá a los promotores una subvención que tendrá carácter complementario con la reconocida a cargo del Ministerio de Fomento.



	Al amparo del Plan de Vivienda 1996-1999, las ayudas económicas contenidas en este Decreto se financiarán, por lo que respecta al ejercicio de 1997, con cargo al crédito existente en la aplicación presupuestaria 06.50.331A.783 del vigente presupuesto de gastos del Instituto Gallego de la Vivienda y Suelo. Las ayudas a conceder en ejercicios futuros estarán condicionadas a las disponibilidades presupuestarias que a tal fin se establezcan.



Características de las ayudas otorgadas por el Ministerio de Fomento.



	Los promotores que hayan obtenido el préstamo cualificado tendrán derecho a las siguientes ayudas:



	a) Subsidiación del préstamo cualificado. El tipo de interés subsidiario será del 7 por 100 anual, tanto durante el período de carencia como a lo largo del período de carencia como a lo largo del período de amortización, siempre que se mantenga el destino de las viviendas.



	b) Subvención equivalente al 15 por 100 del precio máximo de venta que correspondería a una vivienda de protección oficial de régimen general en el momento de su calificación definitiva.



	El pago de la subvención se hará una vez obtenida la calificación definitiva y en función de las viviendas arrendadas.



Características de las ayudas otorgadas por la Comunidad Autónoma.



	El Instituto Gallego de la Vivienda y Suelo subvencionará a los promotores de vivienda de protección oficial en régimen general, destinadas a jóvenes que tengan una edad comprendida entre 18 y 30 años, en la cuantía del 20 por 100 del precio máximo a que hubiera podido venderse una vivienda de protección oficial de régimen general en el momento de la calificación definitiva.



	El abono de la subvención se hará efectivo una vez obtenida la calificación definitiva.



	El incumplimiento de cualquiera de los requisitos y condiciones exigidos en el presente decreto para la obtención de estas ayudas, sin perjuicio de las  sanciones que pudiera corresponder conforme a la legislación vigente, determinará el reintegro de las subvenciones hechas efectivas por la Comunidad Autónoma incrementadas con los intereses legales desde su percepción.











MADRID



DECRETO 181/1996, de 5 de diciembre, por el que se regula el régimen de depósito de finanzas de arrendamientos en la Comunidad de Madrid.



B.O.C.M. nº 306 de 26/12/96.



	El presente Decreto tiene por objeto regular, en el ámbito de la Comunidad de Madrid, la obligatoriedad y el régimen del depósito de las fianzas derivadas de los contratos de arrendamiento de fincas urbanas que se destinen a vivienda o a uso distinto del de vivienda, así como las que se exijan a los usuarios de suministros o servicios complementarios o accesorios de dichas fincas.







LEY 12/1997, de 4 de junio, reguladora de las actividades Inspectoras y de la Potestad Sancionadora en materia de Depósito de Fianzas de Arrendamiento de la Comunidad de Madrid.



B.OC.M. nº 137 de 11/7/97.



	La presente Ley establece y regula la potestad sancionadora y de vigilancia e inspección de la Comunidad de Madrid respecto del cumplimiento de la obligación de depósito de las fianzas derivadas de los contratos de arrendamiento de finca urbana que se destinen a vivienda o a uso distinto del de vivienda, así como las que se exijan a los usuarios de suministros o servicios complementarios o accesorios de dichas fincas.







PAÍS VASCO



DECRETO 103/1997, de 6 de mayo, de desarrollo de la Ley 7/1988, de 15 de abril, sobre derecho preferente de adjudicación a favor de la Administración de la Comunidad Autónoma del País Vasco en las Transmisiones de Viviendas de Protección Oficial.



B.O.P.V. nº 94 de 20/3/97.



	El presente Decreto, deroga el Decreto 140/90, de 22 de mayo, que desarrollaban la referida Ley 7/88. La razón de ello es que como consecuencia de la aprobación de dicho Plan, se ha creado un nuevo marco normativo en la Comunidad Autónoma sobre medidas financieras en materia de vivienda y sobre medidas financieras y régimen jurídico de las viviendas sociales que hace necesario adaptar el régimen de adjudicación de las viviendas adquiridas en virtud de los derechos de adquisición preferente a las nuevas determinaciones.







VALENCIA



LEY 1/1997, de 21 de febrero, de la Generalitat Valenciana, de Régimen Sancionador en Materia de Vivienda.



D.O.G.V. nº 2.940 de 27/2/1997.



	La presente Ley tiene por objeto, por un lado dar rango de Ley en tal catálogo de infracciones y sanciones de acuerdo con lo previsto en la Ley 30/92, del Régimen Jurídico de la Administración Pública y del Procedimiento Administrativo Común; y por otro, adecuar la lucha contra los fraudes que en materia de vivienda se producen con el favorable marco legislativo de ayudas públicas.



	La Ley que consta de 16 artículos se estructura en los dos siguientes Títulos:



- Título PRELIMINAR: Regula el objeto y finalidad de la Ley así como las personas responsables de las infracciones.



- Título PRIMERO: Recoge el catálogo de infracciones y sus correspondientes sanciones, así como la ejecución y prescripción de las mismas. Regulando, por último, la competencia para su imposición.



�













NORMATIVA DE CC.AA.









ANDALUCÍA



ORDEN de 26 de diciembre de 1996, por la que se hace pública una subvención a favor del promotor público Emvisesa, Empresa Municipal de la Vivienda en Sevilla, SA, para la construcción de 62 viviendas de protección oficial de régimen especial en alquiler, en el sector UA-TO-3, Torreblanca (Sevilla), al amparo del Decreto que se cita.



BOJA núm. 6, de 14 de enero de 1997.







ORDEN de 10 de abril de 1997, por la que se aprueba la Programación General de Vivienda y Suelo Residencial para el bienio 1996/1997.



BOJA núm. 56, de 15 de mayo de 1997.







ORDEN de 24 de abril de 1997, por la que se hacen públicas las normas reguladoras de la concesión de ayudas del programa andaluz de promoción de instalaciones de energías renovables para el período 1996-1998 (Prosol 96-98).



BOJA núm. 57, de 17 de  mayo de 1997.







LEY 1/1997, de 18 de junio, por la que se adoptan con carácter urgente y transitorio disposiciones en materia de régimen de suelo y ordenación urbana.



BOJA núm. 73, de 26 de junio 1997.







DECRETO 140/1997, de 20 de mayo, por el que se establece un nuevo plazo para acogerse a los beneficios previstos en el Decreto 414/1990, de 26 de diciembre, por el que se dictan normas especiales para facilitar el acceso a la propiedad de los titulares adjudicatarios de viviendas de promoción pública, en régimen de acceso diferido a la propiedad, y se modifica dicho Decreto.



BOJA núm. 73, de 26 de junio de 1997.







ORDEN de 5 de septiembre de 1996, por la que se aprueba el modelo de ficha para la justificación del cumplimiento del Decreto 72/1992, de 5 de mayo, de la Consejería de la Presidencia de la Junta de Andalucía.



BOJA núm. 111, de 26 de septiembre de 1996.









ASTURIAS



RESOLUCIÓN de 25 de septiembre de 1996 de la Consejería de Cooperación, por la que se ordena la publicación del Protocolo al Convenio suscrito entre el Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales y el Principado de Asturias, fecha 23 de mayo de 1995, sobre un programa denominado “Bolsa de Vivienda Joven en Alquiler”.



Boletín Oficial del Principado de Asturias, de 14 de Octubre de 1996.







DECRETO 33/97, de 15 de mayo, de ayudas a la promoción de viviendas de protección oficial destinadas a unidades familiares con escasos recursos económicos.



Boletín Oficial del Principado de Asturias, de 9 de junio de 1997.









ARAGÓN



LEY 3/1997, de 7 de abril, de Promoción de la Accesibilidad y Supresión de Barreras Arquitectónicas, Urbanísticas, de Transportes y de la Comunicación.



BOA nº 44, de 18 de abril de 1997.









CANTABRIA



LEY de Cantabria 3/1996, de 24 de septiembre, sobre Accesibilidad y Supresión de Barreras Arquitectónicas, Urbanísticas y de la Comunicación



B.O.C. nº 198, de 2 de octubre de 1996.







DECRETO 126/1996, de 20 de diciembre, por el que se modifican las áreas geográficas, integrando todos los municipios de la Comunidad Autónoma en el área geográfica primera a efectos de determinación del módulo para actuaciones protegibles del plan de vivienda 1996-1999.



B.O.C. nº 261, de 30 de diciembre de 1996.







LEY de Cantabria 1/1997, de 25 de abril, de Medidas Urgentes en Materia de Régimen del Suelo y Ordenación Urbana.



B.O.C. nº 83, de 25 de abril de 1997.









CASTILLA Y LEÓN



DECRETO 7/1997, de 16 de enero, por el que se regulan las ayudas a la vivienda rural.



B.O.C. y L. nº 11, de 17 de enero de 1997.







ORDEN de 30 de abril de 1997, de la Consejería de Fomento, de desarrollo del Decreto 52/1996, de 7 de marzo, por la que se regula la tramitación de la financiación de actuaciones protegibles en materia de vivienda y suelo con destino preferente a viviendas de Protección Oficial, para el periodo 1996-1999.



B.O.C. y L. nº 86, de 8 de mayo de 1997.







CIRCULAR de 30 de mayo de 1997, de la Consejería de Medio Ambiente y Ordenación del Territorio, sobre criterios para la aplicación del régimen jurídico urbanístico tras la Sentencia del Tribunal Constitucional 61/1997, de 20 de marzo.



B.O.C. y L. nº 112, de 13 de junio de 1997.







ORDEN de 19 de junio de 1997, de la Consejería de Fomento, por la que se modifica la Orden de 17 de enero de 1997, por la que se regula la tramitación de ayudas a la vivienda rural.



B.O.C. y L. nº 122, de 27 de junio de 1997.









CATALUÑA



DECRETO 314/1996, de 17 de septiembre, de modificación del Decreto 274/1995, de 11 de julio, sobre nivel de habitabilidad objetiva exigido a las viviendas.



Diario Oficial de la Generalitat de Catalunya nº 2259, de 23 de septiembre de 1996.







ORDEN de 11 de octubre de 1996, por la que se delimitan las áreas de rehabilitación susceptibles de acogerse a los beneficios del Decreto 65/1996, de 23 de enero.



Diario Oficial de la Generalitat de Catalunya nº 2275, de 30 de octubre de 1996.







DECRETO 147/1997, de 10 de junio, por el que se regula el Registro de fianzas de los contratos de arrendamientos de fincas urbanas y el depósito de fianzas.



Diario Oficial de la Generalitat de Catalunya nº 2416, de 16 de junio de 1997.









CANARIAS



DECRETO 289/1996, de 22 de noviembre, por el que se modifica el artículo 3 del Decreto 12/1996, de 26 de enero, por el que se subvenciona la adquisición de determinadas viviendas de protección oficial de titularidad de la Comunidad Autónoma de Canarias (B.O.C. nº 33, de 15 de marzo de 1996).



Boletín Oficial de Canarias núm. 156, de 6 de diciembre de 1996.







DECRETO 11/1997, de 31 de enero, por el que se regula la constitución de un censo de edificaciones no amparadas por licencia y por el que se establecen los supuestos de suspensión de la ejecutoriedad de las órdenes de demolición.



Boletín Oficial de Canarias núm. 23, de 17 de febrero de 1997.







ORDEN de 29 de abril de 1997, sobre medidas transitorias a aplicar a las actuaciones protegibles en materia de vivienda y suelo para el Plan 1996-1999.



Boletín Oficial de Canarias núm. 57, de 5 de mayo de 1997.







DECRETO 94/1997, de 9 de junio, de modificación del Decreto 11/1997, de 31 de enero, por el que se regula constitución de un censo de edificaciones no amparadas por licencia y por el que se establecen los supuestos de suspensión de la ejecutoriedad de las órdenes de demolición.



Boletín Oficial de Canarias, núm. 77, de 13 de junio de 1997.















EXTREMADURA



LEY 8/1996, de 15 de noviembre, de creación de la Comisión Regional de Viviendas de la Comunidad Autónoma de Extremadura.



D.O.E. núm. 10, de 23 de enero de 1997







DECRETO 25/1997, de 18 de febrero, por el que se establece la organización y funcionamiento de la Comisión Regional de Viviendas.



D.O.E. núm. 25, de 27 de febrero de 1997.







DECRETO 47/1997, de 22 de abril, por el que se regulan las Áreas de Rehabilitación.



D.O.E. núm. 50, de 29 de abril de 1997.









GALICIA



Orden de 1 de octubre de 1996 por la que se desarrolla el Decreto 199/1996, de 2 de mayo, por el que se prorroga el plazo de vigencia del Decreto 142/1992, de 5 de junio, sobre subvenciones a fondo perdido para rehabilitación de viviendas familiares en el medio rural de Galicia.



Diario Oficial de Galicia nº 199, de 10 de octubre de 1996.







Orden de 12 de diciembre de 1996 de ayudas a las entidades locales para la erradicación del chabolismo en la Comunidad Autónoma de Galicia en el ejercicio de 1997.



Diario Oficial de Galicia nº 248, de 20 de diciembre de 1996.







Orden de 12 de diciembre de 1996 de ayudas a los ayuntamientos para infravivienda rural en el ejercicio de 1997.



Diario Oficial de Galicia nº 248, de 20 de diciembre de 1996.







Decreto 452/1996, de 20 de diciembre, de ayudas a familias numerosas para la adquisición de vivienda familiar.



Diario Oficial de Galicia nº 7, de 13 de enero de 1997.







Ley 13/1996, de 30 de diciembre, de infracciones en materia de vivienda.



Diario Oficial de Galicia nº 12, de 20 de enero de 1997.







Decreto 7/1997, de 9 de enero, sobre viviendas residencia en régimen de alquiler para mayores de 60 años.



Diario Oficial de Galicia nº 17, de 27 de enero de 1997.







LEY 1/1997, de 24 de marzo, del suelo de Galicia.



Diario Oficial de Galicia nº 59, de 26 de marzo de 1997.







DECRETO  142/1997, de 5 de junio, sobre viviendas en régimen de alquiler para jóvenes.



Diario Oficial de Galicia, nº 116, de 18 de junio de 1997.









BALEARES



Decreto 2/1997, de 10 de enero, de modificación del Decreto 113/1986, de 30 de diciembre, de constitución del Instituto Balear de la Vivienda (IBAVI).



BOCAIB nº 16, de 6 de febrero de 1997.







Decreto 1/1997, de 10 de enero, de modificación del Decreto 184/1996, de 11 de octubre, por el que se regula el Plan extraordinario de recuperación y mejora del paisaje urbano (Mirall).



BOCAIB nº 18, de 11 de febrero de 1997.







Orden del Consejero de Fomento por la que se desarrolla el Decreto 184/1996, de 11 de octubre y su modificación por el Decreto 1/1997, de 10 de enero por los que se regula el Plan Extraordinario de recuperación y mejora del paisaje urbano (Mirall).



BOCAIB nº 38, de 29 de marzo de 1997.









LA RIOJA



Orden de la Consejería de Obras Públicas, Transportes, Urbanismo y Vivienda, de fecha 3 de diciembre de 1996, por la que se levanta la suspensión del otorgamiento del visado de los contratos de viviendas a precio tasado por aplicación de la Orden de 10 de julio de 1996 y regulado por Orden de 20 de marzo de 1996 sobre financiación de la adquisición protegida de viviendas a precio tasado correspondiente al plan 1996-1997.



Boletín Oficial de La Rioja nº 152, de 14 de diciembre de 1996.







Orden de 7 de marzo de 1997, de la Consejería de Obras Públicas, Transportes, Urbanismo y Vivienda, por la que se modifica parcialmente la Orden de 20 de marzo de 1996, sobre Financiación de la Adquisición Protegida de Viviendas a Precio Tasado correspondiente al Plan 1996-1999.



Boletín Oficial de La Rioja nº 32, de 15 de marzo de 1997.









MADRID



DECRETO 114/1996, de 25 de julio, de Adjudicación de Viviendas de la Comunidad de Madrid.



B.O.C.M. nº 177, de 26 de julio de 1996.







ORDEN de 17 de septiembre de 1996, de la Consejería de Obras Públicas, Urbanismo y Transportes de la Comunidad de Madrid, sobre desarrollo y tramitación de medidas de financiación de actuaciones protegibles en materia de Vivienda a Precio Tasado y Vivienda de Protección Oficial establecidas en el Real Decreto 2190/1995, de 28 de diciembre, y de las subvenciones de la Comunidad de Madrid para la adquisición y arrendamiento de Viviendas a Precio Tasado y Viviendas de Protección Oficial en régimen general, establecidas por el Decreto 7/1994, de 20 de enero.



B.O.C.M. núm. 237, de 4 de octubre de 1996.







DECRETO 181/1996, de 5 de diciembre, por el que se regula el régimen de depósito de fianzas de arrendamientos en la Comunidad de Madrid.



B.O.C.M. núm. 306, de 26 de diciembre de 1996.







LEY 6/1997, de 8 de enero, de protección pública a la vivienda de la Comunidad de Madrid.



B.O.C.M. núm. 10, de 13 de enero de 1997.







DECRETO 43/1997, de 13 de marzo, por el que se regula el régimen jurídico de las ayudas en materia de viviendas con protección pública y rehabilitación con protección pública del Plan de Vivienda de la Comunidad de Madrid 1997-2000.



B.O.C.M. núm. 64, de 17 de marzo de 1997.







ORDEN de 18 de abril de 1997, de la Consejería de Obras Públicas, Urbanismo y Transportes, por la que se aprueban las normas técnicas de calidad de las Viviendas con Protección Pública.



B.O.C.M. núm 105, de 5 de mayo de 1997.







LEY 12/1997, de 4 de junio, Reguladora de las Actuaciones Inspectoras y de la Potestad Sancionadora en Materia de Depósito de Fianzas de Arrendamientos de la Comunidad de Madrid.



B.O.C.M. núm. 137, de 11 de junio de 1997.







ORDEN de 11 de junio de 1997, de la Consejería de Obras Públicas, Urbanismo y Transportes de la Comunidad de Madrid, reguladora de las bases para la concesión de ayudas económicas en materia de viviendas con protección pública y rehabilitación con protección pública previstas en el Decreto 43/1997, de 13 de marzo, por el que se regula el régimen jurídico de las ayudas en materia de viviendas  con protección pública y rehabilitación con protección pública del Plan de Vivienda de la Comunidad de Madrid 1997-2000.



B.O.C.M. nº 143, de 18 de junio de 1997.









NAVARRA



ORDEN FORAL 142/1996, de 6 de noviembre, de la Consejera de Medio Ambiente, Ordenación del Territorio y Vivienda, por la que se desarrolla el Decreto Foral 289/1988, de 14 de diciembre, de ayudas para la financiación de oficinas municipales y comarcales de rehabilitación de viviendas.



B.O. de Navarra núm. 142, de 22 de noviembre de 1996.







DECRETO FORAL 684/1996, de 24 de diciembre, por el que se modifican parcialmente los Decretos Forales 155/1993, de 10 de mayo, y 234/1996, de 3 de junio, relativos a medidas de financiación y apoyo a actuaciones protegibles en materia de vivienda.



B.O. de Navarra núm. 7, de 15 de enero de 1997.







DECRETO FORAL 100/1997, de 14 de abril, por el que se modifican las ayudas en materia de vivienda y se aprueba el texto refundido sobre medidas de financiación y apoyo de actuaciones protegibles en materia de vivienda en Navarra.



B.O. de Navarra núm. 5º, de 28 de abril de 1997.









PAÍS VASCO



DECRETO 238/1996, de 22 de octubre, por el que se regula el control de Calidad en la construcción.



B.O.P.V. núm. 215 ZK, de 7 de noviembre de 1996.







LEY 1/1997, de 20 de febrero, por la que se regula la consignación de cantidades en los Presupuestos Municipales con destino a Patrimonio Municipal del Suelo.



B.O.P.V. núm 42 ZK, de 3 de marzo de 1997.







ORDEN de 4 de marzo de 1997 del Consejero de Ordenación del Territorio, Vivienda y Medio Ambiente, por la que se regula la concesión de subvenciones para la Redacción de Estudios Socio-Urbanísticos y/o Planes Especiales de Rehabilitación de Cascos Históricos.



B.O.P.V. núm. 57 ZK, de 24 de marzo de 1997.







DECRETO 103/1997, de 6 de mayo, de desarrollo de la Ley 7/1988, de 15 de abril, sobre derecho preferente de adquisición a favor de la Administración de la Comunidad Autónoma del País Vasco en las transmisiones de viviendas de protección oficial.



B.O.P.V. núm. 94 ZK, de 20 de mayo de 1997.







DECRETO 104/1997, de 6 de mayo, sobre promociones concertadas de viviendas de protección oficial.



B.O.P.V. núm. 95 ZK, de 21 de mayo de 1997.







ORDEN de 12 de mayo de 1997, del Consejero de Ordenación del Territorio, Vivienda y Medio Ambiente, sobre determinación del concepto de imposibilidad de utilización como domicilio habitual y permanente de la vivienda, recogido en el artículo 7.4 c) del Decreto 213/1996, de 30 de julio, sobre medidas financieras en materia de vivienda.



B.O.P.V. núm. 99 ZK, de 27 de mayo de 1997.







DECRETO 131/1997, de 3 de junio, por el que se modifican el Decreto sobre fomento de actuaciones protegibles en materia de suelo con destino preferente a la promoción de viviendas de protección oficial, el Decreto sobre medidas financieras y régimen jurídico de las viviendas sociales, el Decreto sobre medidas financieras en materia de vivienda y el Decreto sobre actuaciones protegidas de rehabilitación del patrimonio urbanizado y edificado.



B.O.P.V. núm 106 ZK, de 5 de junio de 1997.







DECRETO 128/1997, de 3 de junio, por el que se establece el tipo de interés de los préstamos cualificados otorgados por las entidades de crédito en 1997 en materia de vivienda y suelo.



B.O.P.V. núm 106 ZK, de 5 de junio de 1997.









VALENCIA



LEY 1/1997, de 21 de febrero, de la Generalitat Valenciana, de Régimen Sancionador en Materia de Vivienda. (97/C0680).



DOGV núm. 2940, de 27 de febrero de 1997.







LEY 2/1997, de 13 de junio, de modificación de la Ley de la Generalidad Valenciana 4/1992, de 5 de junio, del Suelo no Urbanizable, respecto al régimen de parcelación y de construcción de viviendas aisladas en el medio rural.



BOE núm. 162, de 8 de julio de 1997.
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